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A través de la presente investigación se abordó el problema referido a la viabilidad jurídica del 
control material a la formulación de la acusación en el proceso penal colombiano, teniendo en 
cuenta que es uno de los problemas que mayores dificultades y debates ocasionó la entrada en 
vigencia de la Ley 906 de 2004, se realizó un recorrido jurisprudencial sobre tal contenido. 
Logrando demostrar que, si bien la jurisprudencia de la Sala Penal de la Corte Suprema de 
Justicia aún no ha admitido su implementación dentro de la construcción de su doctrina 
probable, si se han visto algunos pronunciamientos que pueden indicar que este criterio va en 
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IDENTIFICACION DEL PROYECTO 
 
Título 
Viabilidad del control material a la acusación en vigencia de la Ley 906 de 2004 
Planteamiento del problema 
  
Al interior del proceso penal colombiano, la acusación es conocida como el medio procesal 
mediante el cual se informa a una persona, que hasta el momento tiene la calidad de imputado, 
que como resultado de una investigación hay suficiente evidencia para para considerar que 
existió una conducta punible y que aquella es responsable de la realización de esta y que por 
tanto se solicitará a un juez o jurado que así lo declare (Bernal J. &., 2013). También se sabe 
que este medio procesal tiene un carácter mixto: (i) Es una acción oficiosa (Art. 250 
Constitución Política); y (ii) de parte, encargándose la Fiscalía General de la Nación esta función 
(Buitrago, 2011). De igual manera, debe señalarse que la “acusación” ha sido considerado, a la 
vez, como un acto complejo, compuesto por: el escrito de acusación (Arts. 336 y 337 del CPP) 
y la lectura final que de éste se hace en audiencia pública y oral ante el juez de conocimiento 
(Art. 339, inc. 2 del CPP). 
 
Por lo que la realización de la acusación solo se dará, completamente, si se lleva a cabo 
mediante el escrito de acusación que presenta la Fiscalía ante el juez de conocimiento y, 
posteriormente, la realización de la Audiencia de Formulación de Acusación, solo hasta este 
último momento se entiende que la persona (imputado) ha sido imputada. 
 
Luego de que el representante para el caso en concreto de la Fiscalía General de la Nación 
haya presentado el escrito de acusación al juez de conocimiento, éste fija la fecha para la 
realización de la audiencia, de acuerdo con el artículo 338 del Código de Procedimiento Penal, 
sobre la cual la Corte Constitucional estableció qué finalidad de la intervención de los actores 
procesales autorizados a participar en la audiencia de formulación de acusación, es la de ejercer 
un control sobre ella a través de dos medios: (i) la formulación de observaciones al escrito de 
acusación, a fin de que el fiscal lo aclare, corrija o adicione; y además (ii) la manifestación oral 
de causales de incompetencia, impedimentos, recusaciones, o nulidades que pudiera haber 
(Sentencia C-209 de 2007). 
 
Lo anterior indica que los presupuestos que debe contener el escrito de acusación (Art. 
337 C.P.P) presentado por la Fiscalía son eminentemente requisitos formales y que la 
Constitución no establece requisitos materiales (entendiendo requisitos materiales como 
aquellos que se refieren al fondo de la acusación o mejor a la adecuación típica realizada por el 
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Fiscal) para acusar. No obstante, el anterior tópico ha sido objeto de intermitente estudio por 
parte de la Honorable Corte Suprema de Justicia en su Sala de Casación Penal desde el año 2007 
y su posición al respecto varió en un momento especifico, generando un cambio en el papel que 
debe desempeñar el juez de conocimiento en la audiencia de formulación de acusación y 
ampliando sus facultades al momento de realizar el control del escrito de acusación que presenta 
la fiscalía general de la nación en el ejercicio de la acción penal, para posteriormente volver a 
la normalidad.  
 
Lo anterior debido a que en ciertas posiciones jurisprudenciales, tal y como se verá en el 
desarrollo de la investigación, la Corte Suprema de Justicia en su Sala de Casación Penal, ha 
establecido la posibilidad de que el juzgador realice un control material a la acusación 
presentada por el delegado de la Fiscalía, es decir, se inmiscuya en la adecuación típica realizada 
por él, lo que conllevaría que habrían ocasiones en que el juzgador, a pesar de que el fiscal haya 
cumplido con todos los requisitos formales que establece el Código de Procedimiento Penal, no 
dé por realizada la acusación, so pena de no haber encontrado un mérito para acusar, por 
ejemplo.  
 
En virtud de lo anterior, a través de la presente investigación se pretende establecer en 
qué situaciones es jurídicamente viable que el juez de conocimiento realice un control material 
a la acusación en el proceso penal colombiano. 
 
 
Formulación del problema 
  
¿Qué controles debe ejercer el juez de conocimiento a la formulación de la acusación en el 
marco del proceso penal regido por la Ley 906 de 2004? 
 
 
Sistematización del problema 
  
¿Cuál es la reglamentación del control a la acusación al interior del proceso penal colombiano 
regido por la Ley 906 de 2004 (Código de Procedimiento Penal)? 
 
¿Según las reglas del precedente judicial, cuál es la posición de la Corte Suprema de 




¿Cuál es la posición que ha asumido la doctrina colombiana respecto del control de la 





La presente investigación encuentra su justificación en las  consecuencias procesales que 
conllevaría el establecimiento de la viabilidad de la implementación de un control no solo 
formal sino material a la acusación en el proceso penal colombiano; toda vez que, se tiene que 
la titularidad de la acción penal, otorgada a través de mandamiento constitucional según lo 
dispuesto en el artículo 250, se vería claramente mitigada, toda vez que el funcionario 
jurisdiccional sería quien podría decir al fiscal cómo, y con base a qué estructura normativa 
podría realizar tal acusación; por otro lado, al mirar la gama de derechos que componen el 
debido proceso al interior de la Ley 906 (Código de Procedimiento Penal) aunado a su desarrollo 
jurisprudencial, se tendría que, demostrar la viabilidad o no de un posible control material a la 
acusación, permitiría la apertura de un nuevo derecho: el derecho a que el juez desde un inicio 
observara adecuada o ajustada la calificación jurídica realizada por el fiscal a los hechos 
relatados o, a que el mismo, como un deber, diera por no realizara la acusación y no permitiera 
que el representante del ente acusador (que vale la pena recordar sigue siendo solamente una 
parte en el proceso) decidiera llevar por unos causes no llamados a prosperar, el desgaste del 
aparato judicial.  
 
Y es que no son pocas las consecuencias adversas que tiene para cada uno de los 
intervinientes, llevar un proceso penal llamado al fracaso desde la presentación de la acusación, 
toda vez que al ser un derecho de ultima ratio, se entiende que lo que se pretende es su 
intervención mínima en la vida de los asociados por las mismas consecuencias negativas que 
acarrea para cada uno de los intervinientes.  
 
Por otro lado, es necesario decir que la presente investigación tiene como uno de sus 
grandes asideros justificativos el hecho de que no se haya escrito mucho sobre la temática, toda 
vez que si bien no es un tema nuevo (tiene sus inicios desde la misma Ley 906 de 2004 que creo 
el nuevo código de procedimiento penal) lo cierto es que es un tema que envuelve la filosofía 
misma de la esencia del derecho procesal penal; por esta razón, como se verá, son pocos los 
textos colombianos que pueden ser encontrados sobre el tema, a excepción de algunas obras y 
algunas tesis de postgrado.  
 
Pero el presente texto investigativo no pretende realizar una glosa o comentario de los 
textos anteriores, sino por el contrario, determinar entonces, como se enunció en el problema 
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jurídico, cuáles son las situaciones fácticas y jurídicas en las que sería permitido realizar un 









Determinar cuáles son los controles que debe ejercer un juez de conocimiento a la 




Analizar la reglamentación del control a la acusación al interior del proceso penal colombiano 
regido por la ley 906 de 2004 (Código de Procedimiento Penal) 
 
Analizar bajo las reglas del precedente judicial, la jurisprudencia de la Corte Suprema 
de Justicia en su sala de casación penal sobre el control material a la acusación.  
 
 Analizar la posición de la doctrina colombiana respecto al control material a la 







MARCO DE REFERENCIA 
Antecedentes 
 
El control material de la formulación de la acusación en el proceso penal colombiano, por 
Christian Rodríguez Navas, presentado para optar por el título de abogado en la Universidad 
Católica de Colombia, 2015. Es el resultado de una investigación que tiene por objeto la 
exposición de diferentes fuentes bibliográficas con el fin de evidenciar los alcances de la 
formulación de la acusación en el proceso penal colombiano dentro de los límites de la Ley 906 
de 2004, desde una perspectiva netamente interpretativa. Se exhiben los conceptos de acusación 
en sus dos actos principales como son el escrito y la formulación propiamente dichos; así como 
los controles que sobre la misma se ejercen, exponiendo la necesidad de realizar un control 
material de tan trascendental acto procesal. 
 
El control material a la acusación en la Ley 906 de 2004, por Diana Carolina Tejedor 
Correales y Gustavo Adolfo Aguilera Becerra, presentado para optar por el título de magister 
en la Universidad Libre de Colombia, 2015. La acusación es una herramienta estatal utilizada 
por los delegados de la Fiscalía General de la Nación para vincular a los procesados a un juicio 
oral y público. Tal acto unilateral, de conformidad con lo establecido en la Ley 906 de 2004, es 
incontrolable e irrefutable en una etapa previa al juzgamiento, por lo que es susceptible de 
arbitrariedades que, por lo mismo, pueden conducir a su deslegitimación y a la vulneración de 
los derechos fundamentales del encausado. Por lo tanto, se requiere de la implementación de 
una audiencia de causa probable que le permita al juez controlar la acusación y al procesado 
controvertirla, por lo que el sistema penal colombiano se tornaría más garantista, pues el 
hegemónico poder de los fiscales se vería limitado por los jueces, quienes deben ser los únicos 
autorizados para determinar si el procesado debe ser sometido a un juicio criminal, en la medida 
en que se trata de una decisión lesiva de sus garantías constitucionales.    El control judicial de 
la acusación y la existencia de la etapa intermedia estuvieron contemplados en el proyecto del 
Acto Legislativo 03 de 2002, pero fueron retirados del texto finalmente aprobado. A pesar de 
ello, en la comisión redactora de la Ley 906 de 2004 se abordó el tema y, aunque se postularon 
importantes argumentos para defender su implementación, finalmente triunfó la tesis de negar 
cualquier tipo de control a la acusación en una etapa previa al juicio oral.   No obstante, debe 
aclararse que el control de la acusación hace parte de la tradición jurídica y de los esquemas 
procesales de distintos países del mundo, por medio de los cuales acogieron al interior de sus 
legislaciones un sistema acusatorio o de tendencia acusatoria.    Por otro lado, aunque el sistema 
acusatorio colombiano entró a regir hace más de 10 años, hasta ahora se está determinando, en 
la jurisprudencia y en la praxis judicial, si el juez debe controlar materialmente la acusación del 
fiscal o si, por el contrario, no se debe vigilar dicha facultad que, a juicio de los autores, puede 




Control material a la acusación en Colombia ¿intromisión indebida o limite necesario?, 
por Manuel Fernando Almeciga Gómez y Carlos Javier Gutiérrez Rojas, para obtener el título 
de abogado de la Universidad Militar Nueva Granada, 2016. La aparición del sistema penal de 
tendencia adversarial en Colombia-Ley 906 de 2004- no sólo trasformó el modelo de 
enjuiciamiento penal, sino que también cambió la forma de pensar de los administradores de 
justicia, en este punto surgen algunas de sus principales dificultades. La falta de directrices 
claras sobre la aplicación del nuevo paradigma ha creado una serie de problemas prácticos para 
las instituciones judiciales. Este es el caso del control a la acusación, originalmente concebido 
desde una perspectiva eminentemente formal, directriz que ha tenido un decidido apoyo 
jurisprudencial y doctrinal. Sin embargo, esta tendencia debe ser reevaluada con el fin de 
permitir a los jueces un papel más activo en la determinación sobre la viabilidad de la acusación. 
Así las cosas, con el fin de conservar la imparcialidad judicial debe haber un juez que supervise 
el proceso, mientras que otro escucha y decide el fondo de la cuestión, como se argumenta en 
este trabajo. El mecanismo también implica la adopción de una etapa intermedia en el proceso 
penal. Así mismo, los cambios propuestos deben ser implementados a través de la reforma 





El Proceso Penal 
 
A pesar de la dificultad que ha tenido a lo largo del recorrido abordado por las ciencias jurídicas 
para definir los conceptos propios de las instituciones legales, el proceso penal en el libro 
“Proceso  Penal: Fundamentos constitucionales y teoría general, Jaime Bernal Cuellar (2013), 
logra establecer la ya clásica diferencia entre lo que ha sido denominado como proceso y el 
procedimiento penal; siendo el primero de ellos una herramienta  que sirve para efectivizar o 
materializar el derecho sustancial; o lo que sería lo mismo, entrando en los términos propios del 
derecho penal; una herramienta que sirve para dar cumplimiento a las normas jurídico penales 
en el caso de la comisión de una conducta típica, antijurídica y culpable; ahora, el 
procedimiento, por su parte consiste en un conjunto de pasos sucesivos, de carácter 
generalmente preclusivo a través del cual se ventila el proceso.  
 
Es decir, el proceso penal fluye a través de un procedimiento penal, el cual es a su vez 
compuesto con todas las reglas procesales establecidas por el Código de Procedimiento Penal, 
actualmente, Ley 906 del 04 de Julio de 2004; que, a su vez, trajo consigo una marcada 
diferencia, en tanto a sus instituciones y principios se trata, frente a lo postulado por la anterior 




La mayor diferencia estriba en la tendencia acusatoria que quiso implantar el legislador, 
en desarrollo de lo dispuesto por el constituyente en el año 2002; toda vez que con la entrada en 
vigencia de esta Ley, se dejaban a un lado principios como el de la permanencia de la prueba, o 
la concentración de poderes, para dar paso a principios de una tendencia más anglosajona, como 
lo son el principio de la inmediación, la contradicción,  la confrontación, imparcialidad y la  
independencia judicial, así como la clásica triada, consistente en la marcada diferenciación de 
poderes; en donde el juzgador solamente tendrá poderes de decisión, y no investigativos, y el 
ente acusador solo podrá investigar, y no tomar decisiones de orden jurisdiccional, como venía 
aconteciendo con el anterior sistema jurídico penal de juzgamiento mixto.  
 
Esta clara división de poderes trajo consigo la redistribución de los poderes que tiene 
consigo cada uno de los actores al interior del proceso penal; por ejemplo, solamente quedó en 
cabeza el Juez de Control de Garantías la decisión sobre la privación de la libertad; cuando antes 
podría, según lo excepcional del caso, esta decisión podía ser adoptada por el Fiscal delegado 
para el caso; así mismo se le dio más libertad e independencia a la Fiscalía General de la Nación 
para que en un supuesto plano igualitario ejerciera su deber de persecución penal frente a 
aquellas conductas que a bien considere como constitutivas de un delito; es decir, al tenor de lo 
dispuesto en el artículo 9 de la Ley 599 de 2000, una conducta típica, antijurídica y culpable; 
con el lleno de los requisitos que ello conlleve, para así presentar el inicio de la acción penal 
por su cuenta ante la jurisdicción competente.  
 
Con base en lo anterior, y a través de lo dispuesto en el artículo 250 de la Constitución 
Política de Colombia se ha creado la llamada figura de la Titularidad de la acción penal, que 
como se verá consiste en la libertad de escogencia que tiene la Fiscalía General de la Nación, 
para determinar la forma y el delito por el cual quiere iniciar el ejercicio de la persecución penal.  
 
 
Titularidad de la acción Penal 
 
Con base en lo visto anteriormente, se determinará con base en las diferentes posiciones 
sentadas tanto dogmáticas como jurisprudencialmente cuál es el verdadero alcance y 
configuración que tiene la titularidad de la acción penal en Colombia, por ejemplo, el profesor 
Bernal (2013) aclara que una de las formas en las que el proceso penal colombiano es posible 
es con el concepto de la titularidad de la acción penal, que como se verá, consiste en el dominio 
que tiene la Fiscalía general de la Nación para perseguir a una persona en tanto al contexto penal 
se trata, valiéndose para ello, de ciertas libertades otorgadas, como la de acusar, por los hechos 
y delitos que ella tenga a bien perseguir. 
 
Esta llamada titularidad de la acción implica que la Fiscalía General de la Nación tiene 
como suya la potestad de decidir si inicia o no una investigación de tipo penal en contra de 
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determinada persona; claro está sin rozar los límites de la ilegalidad en tal decisión, toda vez 
que se encuentra obligada por el ya referenciado artículo 250 de la Constitución Política a 
perseguir y acusar aquellas conductas que lleguen a su conocimiento por los diferentes medios 
que para ello tenga, es decir, la noticia criminal ( que a su vez puede darse por denuncia, querella 
o petición especial), siempre y cuando revistan las características de delito.  
 
Por el momento todo el sistema tiene coherencia plena, o al menos así parece, pero a lo 
largo de la práctica judicial y de los diferentes avances que ha tenido la jurisprudencia al 
respectivo, han surgido varios interrogantes o problemas que no tienen una resolución aparente, 
por ejemplo, ¿qué pasaría si la fiscalía decide acusar a una persona por un tipo penal que no 
corresponde al que ella en realidad realizó? Pues las consecuencias de este acontecimiento 
pueden variar según sea la particularidad del caso; toda vez que la jurisprudencia de la Corte 
Suprema de Justicia ha fijado algunos estándares o criterios para resolver tal  problema, pero 
bastaría decir por el momento que podría llevar a la absolución de una persona que ha cometido 
un delito; y lo anterior con el efecto de cosa juzgada, porque de iniciársele un proceso penal 
nuevamente por los mismos hechos, se estaría violentando el llamado principio de non bis 
inidem, que reza que nadie puede ser juzgado dos veces por el mismo hecho.  
 
Por tal razón en Colombia se ha presentado por parte de la administración de justicia, así 
como de las víctimas, quienes, al ver representados sus intereses en las actuaciones propias de 
la Fiscalía y no tener otra opción más que atenerse a lo presentado por la fiscalía, en tanto de 
fundamentos jurídicos de la acusación; claman porque por parte del juzgador se ejerza un 
control a la acusación para que sean subsanados todos los errores que en el desarrollo de esta 






Previo a analizar el fenómeno jurídico del control a la acusación expresado en breves líneas 
anteriores, se tiene que exponer primero, de manera breve, qué se entiende en Colombia por 
acusación el acto de parte, en este caso no de cualquier parte, sino exclusivo de la Fiscalía 
General de la Nación,  (Con la entrada en vigencia de la llamada Ley de pequeñas causas, 
empieza a ser relativo toda vez que se permite la existencia de acusador privado); a través del 
cual, se presenta ante un el juez competente de conocimiento, la exposición de unos hechos 
determinados que se consideran han sido tipificados como delito por el legislador, los 
fundamentos de derecho que se tienen para considerar la conducta expuesta como delito, es 
decir, los tipos penales contenidos en el código penal que se consideran violentados por el hasta 
el momento imputado y la relación de los elementos materiales probatorios con los que se cuenta 




Ahora, se conoce que la llamada acusación no es un acto único o unitario, sino que por el 
contrario ha sido definido como un acto complejo, que se compone de (i) la presentación del 
escrito de acusación, del cual se le da traslado con la respectiva copia al acusado y su defensor 
en el cual se relaciona lo anteriormente expuesto y (ii) la realización de la denominada audiencia 
de formulación de la acusación, que en nuestro Código de Procedimiento Penal (Ley 906 de 
2004) se encuentra regulada bajo los artículos 338 en adelante; para el caso que nos atañe, vale 
la pena decir que la acusación no es que se encuentra exenta de ningún tipo de control, por el 
contrario, tal como reza el artículo 339:  
 
Abierta por el juez la audiencia, ordenará el traslado del escrito de acusación a las demás 
partes; concederá la palabra a la Fiscalía, Ministerio Público y defensa para que expresen 
oralmente las causales de incompetencia, impedimentos, recusaciones, nulidades, si las 
hubiere, y las observaciones sobre el escrito de acusación, si no reúne los requisitos 
establecidos en el artículo 337, para que el fiscal lo aclare, adicione o corrija de inmediato. 
 
Es  decir, el legislador  colombiano le permitió al abogado defensor  realizar un cierto 
control formal encaminado a que los presupuestos establecidos en el artículo 337, es decir, 
aquellos referidos a la correcta circunstanciación de los hechos jurídicamente relevantes, así 
como los que atañen a la cabal identificación de los medios de prueba que se harán valer en el 
juicio sean expuestos de la manera más clara posible, a efectos de garantizar el correcto ejercicio 
de derecho de defensa que por mandato expreso de la constitución y del artículo 8 de la Ley 
906, le asisten al imputado.  
 
Lo anterior dista radicalmente de lo entendido por control material a la acusación, toda 
vez que este ya no se limita a verificar que el acto complejo se encuentre conforme a las normas 
que lo rigen, sino que, por el contrario, que este se encuentre correctamente realizado de fondo 
por el funcionario.  
 
Esto quiere decir, que, si el juzgador observa que, por ejemplo, la adecuación típica 
elegida por el fiscal carece de fundamento, o se encuentra errada, el podrá ejercer su poder para 
que esta sea modificada por una que considere más adecuada a las normas propias de los tipos 
penales, aspecto que hasta la fecha no ha podido realizarse por prohibición de la Ley.  
El Control a la Acusación 
 
Control de la acusación en Colombia A. Buitrago (2013), se utilizará como base para sostener 
la viabilidad de la existencia de un control material a la acusación, toda vez que pocos son los 
autores colombianos que sobre el tema se han referido, en tal sentido se pretende hacer una 




El control de la acusación: Una reflexión sobre los límites del poder de acusar en el Estado 
Constitucional de Derecho, Jaime Urbano (2013), constituye un pilar fundamental en cuanto al 
control material a la acusación en Colombia se refiere, toda vez que se encuentra dentro de uno 
de los críticos más acérrimos de la actual regulación de la mencionada figura al interior del 
proceso penal colombiano, por lo cual será empleado en aras de imprimirle una mayor fuerza 
argumentativa a la labor investigativa aquí presentada.  
 
Control de la acusación en Colombia, Buitrago (2013), con estas memorias expuestas en 
el Congreso Internacional de Derecho Procesal Colombiano, se pretende realizar una mayor 
exposición de las diferentes corrientes ideológicas que se encuentran inmersas en lo que se 
refiere al control de la acusación, y de esta manera adoptar una a lo largo de la investigación, a 
fin de sostener no solamente un criterio jurídico sino filosófico, sobre la potestad punitiva del 
estado. 
  
El precedente Judicial (Análisis Jurisprudencial) 
 
Por último, en vista de que el presente tema, tal y como fue anunciado en los objetivos 
específicos de la investigación, dependerá  en gran parte de una esfera jurisprudencia, con base 
en las teorías expuestas en los libros, Estructura y aplicación del precedente judicial en 
Colombia, José María Peláez Mejía (2013), al igual que en las obras de los profesores Quinche 
Ramírez y López Medina serán utilizadas a fin de estructurar de manera gráfica y completa lo 
referente al precedente judicial formado por la Corte Suprema de Justicia y Corte Constitucional 
en torno al problema jurídico planteado, haciendo énfasis en que si bien no se encuentra 
directamente ligada al tema del control a la acusación, si es un método transversal que debe ser 




Constitución Política de Colombia de 1991 
 
Artículo 250.En ejercicio de sus funciones la Fiscalía General de la Nación, deberá: 
#4. Presentar escrito de acusación ante el juez de conocimiento, con el fin de dar inicio a un 
juicio público, oral, con inmediación de las pruebas, contradictorio, concentrado y con 
todas las garantías. 
 
Ley 906 de 2004 




Artículo 336. Presentación de la acusación. El fiscal presentará el escrito de acusación ante el 
juez competente para adelantar el juicio cuando de los elementos materiales probatorios, 
evidencia física o información legalmente obtenida, se pueda afirmar, con probabilidad de 
verdad, que la conducta delictiva existió y que el imputado es su autor o partícipe. 
 
Artículo 337. Contenido de la acusación y documentos anexos. El escrito de acusación 
deberá contener: 
 
1. La individualización concreta de quiénes son acusados, incluyendo su nombre, los datos que 
sirvan para identificarlo y el domicilio de citaciones. 
 
2. Una relación clara y sucinta de los hechos jurídicamente relevantes, en un lenguaje 
comprensible. 
 
3. El nombre y lugar de citación del abogado de confianza o, en su defecto, del que le designe 
el Sistema Nacional de Defensoría Pública. 
 
4. La relación de los bienes y recursos afectados con fines de comiso. 
 
5. El descubrimiento de las pruebas. Para este efecto se presentará documento anexo que deberá 
contener: 
 
a) Los hechos que no requieren prueba. 
 
b) La trascripción de las pruebas anticipadas que se quieran aducir al juicio, siempre y cuando 
su práctica no pueda repetirse en el mismo. 
 
c) El nombre, dirección y datos personales de los testigos o peritos cuya declaración se solicite 
en el juicio. 
 
d) Los documentos, objetos u otros elementos que quieran aducirse, junto con los respectivos 
testigos de acreditación. 
 
e) La indicación de los testigos o peritos de descargo indicando su nombre, dirección y datos 
personales. 
 
f) Los demás elementos favorables al acusado en poder de la Fiscalía. 
 




La Fiscalía solamente entregará copia del escrito de acusación con destino al acusado, al 
Ministerio Público y a las víctimas, con fines únicos de información. Texto subrayado declarado 
INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-209 de 2007. 
 
Artículo 338. Citación. Dentro de los tres (3) días siguientes al recibo del escrito de 
acusación, el juez señalará fecha, hora y lugar para la celebración de la audiencia de formulación 
de acusación. A falta de sala, el juez podrá habilitar cualquier recinto público idóneo. 
 
Artículo 339. Trámite. Abierta por el juez la audiencia, ordenará el traslado del escrito de 
acusación a las demás partes; concederá la palabra a la Fiscalía, Ministerio Público y defensa 
para que expresen oralmente las causales de incompetencia, impedimentos, recusaciones, 
nulidades, si las hubiere, y las observaciones sobre el escrito de acusación, si no reúne los 
requisitos establecidos en el artículo 337, para que el fiscal lo aclare, adicione o corrija de 
inmediato. 
 
Resuelto lo anterior concederá la palabra al fiscal para que formule la correspondiente 
acusación. 
 
El juez deberá presidir toda la audiencia y se requerirá para su validez la presencia del 
fiscal, del abogado defensor y del acusado privado de la libertad, a menos que no desee hacerlo 
o sea renuente a su traslado. 
 
También podrán concurrir el acusado no privado de la libertad y los demás intervinientes 
sin que su ausencia afecte la validez. 
 
Artículo declarado EXEQUIBLE de manera condicionada, por la Corte Constitucional 
mediante Sentencia C-209 de 2007, en el entendido de que la víctima también puede intervenir 
en la audiencia de formulación de acusación para efectuar observaciones al escrito de acusación 
o manifestarse sobre posibles causales de incompetencia, recusaciones, impedimentos o 
nulidades.  
 
Artículo 340. La víctima. En esta audiencia se determinará la calidad de víctima, de 
conformidad con el artículo 132 de este código. Se reconocerá su representación legal en caso 
de que se constituya. De existir un número plural de víctimas, el juez podrá determinar igual 
número de representantes al de defensores para que intervengan en el transcurso del juicio oral. 
 
Artículo 341. Trámite de impedimentos, recusaciones e impugnación de competencia. 
Modificado por el art. 99, Ley 1395 de 2010 De los impedimentos, recusaciones, o 
impugnaciones de competencia conocerá el superior jerárquico del juez, quien deberá resolver 




En el evento de prosperar el impedimento, la recusación o la impugnación de 
competencia, el superior deberá remitir la actuación al funcionario competente. Esta decisión 
no admite recurso alguno. 
 
Artículo 342. Medidas de protección. Una vez formulada la acusación el juez podrá, a 
solicitud de la Fiscalía, cuando se considere necesario para la protección integral de las víctimas 
o testigos, ordenar: 
 
1. Que se fije como domicilio para los efectos de las citaciones y notificaciones, la sede de la 
Fiscalía, quien las hará llegar reservadamente al destinatario. 
 
2. Que se adopten las medidas necesarias tendientes a ofrecer eficaz protección a víctimas y 
testigos para conjurar posibles reacciones contra ellos o su familia, originadas en el 
cumplimiento de su deber testifical. 
 
Artículo declarado EXEQUIBLE de manera condicionada, por la Corte Constitucional 
mediante Sentencia C-209 de 2007, en el entendido de que la víctima también puede acudir 
directamente ante el juez competente a solicitar la medida correspondiente. 
 
 La presente investigación, por tener una naturaleza exclusivamente jurídica y 







Tipo y método de investigación 
 
La investigación se desarrollará con un enfoque jurídico, descriptivo documental e 
interpretativo, toda vez que se analizará exclusivamente la ley, la jurisprudencia, doctrina 
nacional y la doctrina internacional. Por lo tanto, es jurídica, debido a que el tema de 
investigación será directamente relacionado con el ordenamiento jurídico colombiano, sin 
involucrar el punto de vista sociológico; por otro lado, la presente investigación es descriptiva 
por cuanto pretende explicar el estado en el que se encuentra, a nivel jurídico, la reglamentación 
del control material a la acusación, y por último,  con base en lo anterior, pretende interpretarse 
la mejor posibilidad resolutiva al problema jurídico plantead.  
 
El método que se empleará para realizar la investigación será el hermenéutico jurídico, 
puesto que esta se basa en la interpretación sistemática del ordenamiento jurídico tanto el 
colombiano como de derecho comparado.  
 
Se tomarán como fuentes secundarias la legislación, la jurisprudencia y la doctrina que 
sobre el tema se ha esgrimido. 
 
 
Población y muestra 
 
Por ser un estudio de tipo documental no cuenta con una población específica como tal, sino 
esta estará conformada por las normas y sentencias relacionadas con la viabilidad del control 




Análisis de información 
 
 
Análisis de la guía jurisprudencial 
 
 
Análisis de la sentencia SP 931-2016 
 
1. Identificación de la Providencia 
Corporación y Sala: Corte Suprema de Justicia- Sala de Casación Penal  
Sentencia N°: SP931-2016 
25 
 
Medio de Acción: Recurso extraordinario de Casación  
Fecha: 03 de febrero de 2016  
Mag. Ponente: José Leonidas Bustos Martínez 
 
2. Posición Jurídica de la Parte Actora 
 
a) Hechos Relevantes:  
 
-El día 26 de septiembre de 2009, se recibió en horas de la mañana una llamada en la Policía 
de Puerto Salgar, en la que se informó que en la orilla del Río Magdalena, en las afueras 
de la discoteca “Picapiedra”, se encontraba el cuerpo sin vida de un hombre, quien posterior 
a varias labores de investigación, se determinó que se trataba de Carlos Andrés Ramírez 
Blanco, sujeto que antes de ser asesinado ingresó a un bar que tiene por nombre “Farina”, 
junto con un menor de edad, aparentemente viniendo desde Bogotá a ultimar a una persona. 
 
-Producto de las investigaciones adelantadas se concluyó que los posibles autores del 
homicidio habían sido los señores Frederick Fransuá Rodríguez, Jhon Jairo Sánchez [a 
quien venían a darle muerte los sicarios], PABLO EMILIO TELLO y JAIRO ENRIQUE 
ACERO, últimos dos en contra de los cuales se siguió el proceso.  
 
-El 23 de noviembre de 2009 la Fiscalía presentó el caso ante el Juzgado Segundo 
Promiscuo Municipal de La Dorada, Caldas, en donde se llevaron a cabo las audiencias 
preliminares de legalización de captura, formulación de imputación e imposición de 
medida de aseguramiento en contra del indiciado PABLO EMILIO TELLO RAMÍREZ. 
La imputación se efectuó como presunto coautor del concurso de delitos de homicidio 
agravado y fabricación, tráfico o porte de armas de fuego, definidos por los artículos 
103, 104.7 y 365 del Código Penal.  
 
-La Fiscalía suscribió un preacuerdo con el imputado, en presencia de su defensor y la 
representación del Ministerio Público el cual consiste en que el acusado señor PABLO 
EMILIO TELLO RAMÍREZ, acepta la responsabilidad integral por los cargos que se le 
han formulado en calidad de CÓMPLICE de los delitos de HOMICIDIO AGRAVADO 
contemplado en el Art. 103 – 104.7, en concurso con el de TRÁFICO, FABRICACIÓN 
o PORTE DE ARMAS DE FUEGO o MUNICIONES contemplado en el art. 365 del 
C.P. y por ende obtener la rebaja del 50% de la pena a imponer de que trata el art. 351 
del C.P.P., de conformidad al estado o etapa procesal en que se encuentra la 





-Remitido el asunto al Juzgado Penal del Circuito de La Dorada para la verificación de 
la legalidad de lo acordado y el proferimiento de la sentencia correspondiente, el 
Despacho decidió improbar el preacuerdo. Esto, bajo los argumentos de que Cuando la 
Fiscalía imputó cargos en contra de PABLO EMILIO TELLO RAMÍREZ, lo hizo a 
título de coautor de los delitos de HOMICIDIO AGRAVADO y FABRICACIÓN, 
TRÁFICO y PORTE DE ARMAS DE FUEGO O MUNICIONES; posteriormente la 
misma Fiscalía celebra un preacuerdo donde varía la forma de responsabilidad de 
coautor a cómplice. 
 
-En vista de lo anterior, encuentra el Despacho que en este evento fueron cuatro personas 
quienes forzaron a la víctima para que subiera a un vehículo, supuestamente para 
trasladarlo hasta la Estación de Policía, pero resultaron llevándolo a un sitio apartado a 
orillas del Río Magdalena donde lo ultimaron con arma de fuego. Quiere decir lo anterior 
que todos y cada uno de los integrantes del grupo de personas comprometidas en el 
homicidio tuvieron dominio del hecho, conocían el designio criminal, amén de 
advertirse en ellos la complacencia del resultado final, características que en modo 
alguno son propias del cómplice sino del autor.  
 
-Esta determinación fue objeto de impugnación por parte de la defensa en el Tribunal 
Superior del Distrito Judicial de Manizales- Sala de decisión. 
 
-La fiscalía y el imputado suscribieron otro preacuerdo, distinto al anterior, en el cual 
éste manifiesta que acepta la responsabilidad integral por los cargos que se le han 
formulado en calidad de COAUTOR de los delitos de HOMICIDIO AGRAVADO 
CONTEMPLADO EN EL ART. 103, 104-7, en concurso con el de TRÁFICO, 
FABRICACIÓN O PORTE DE ARMAS DE FUEGO O MUNICIONES contemplado 
en el art. 365 del C.P. 
 
-El asunto correspondió conocerlo al Juzgado Penal del Circuito de La Dorada, en donde 
una vez instalada la audiencia de verificación de la legalidad del preacuerdo, donde el 
defensor manifestó que su representado no tiene interés alguno en aceptar los términos 
del preacuerdo, pues fue engañado en su buena fe por el antiguo defensor, y a más de 
ello desconocía por completo el mentado preacuerdo. Interrogado el imputado hizo igual 
manifestación, siendo enfático en no aceptar el preacuerdo. 
 
-Ante el Juzgado Cuarto Promiscuo Municipal con función de control de garantías de 
La Dorada, a iniciativa de la Fiscalía se llevaron a cabo las audiencias preliminares de 
legalización de captura, formulación de imputación e imposición de medida de 




-Se llevaron a cabo las audiencias de legalización de captura, formulación de imputación 
e imposición de medida de aseguramiento en contra del indiciado FREDERICK 
FRANSUÁ RAMÍREZ CAMPOS a quien se le formuló imputación en calidad de 
cómplice, por el delito de HOMICIDIO AGRAVADO EN CONCURSO CON PORTE 




-Ante el Juzgado Penal del Circuito de La Dorada, se llevó a cabo la audiencia de 
verificación sobre la legalidad del allanamiento a cargos realizado por FREDERICK 
FRANSUÁ RODRÍGUEZ MOLINA y el preacuerdo celebrado entre la Fiscalía y 
JAIRO ENRIQUE ACERO, con el acompañamiento de su defensora y el Ministerio 
Público. El Juez decidió improbar tanto el allanamiento a cargos como el preacuerdo 
que le fueron puestos de presente. Al efecto, consideró el funcionario lo siguiente: 
 
“Lo que se conoce es que las cuatro personas iban en el vehículo, se conoce con lujo de 
detalles la ubicación de las personas en ese carro, quién era el conductor, quién era el 
copiloto, quiénes eran  los tres ocupantes de la parte trasera del vehículo, en qué lugar 
iba cada uno de ellos, y los elementos materiales probatorios con que cuenta el 
Despacho, que no son otros que las versiones que de manera voluntaria y renunciando 
al derecho a guardar silencio han expuesto, o depuesto, los aquí implicados, lo que 
muestra es una serie de incriminaciones mutuas y recíprocas de autoría o de coautoría 
en este homicidio, por lo que enseguida el despacho señala que no encuentra realmente 
explicación o razón del porqué de la Fiscalía, en su concepto  y en su criterio termina 
haciendo imputaciones de complicidad y preacuerdos por complicidad, de espaldas 
completamente a los elementos materiales probatorios, y sin ninguna clase de 
argumentación realmente de por qué son creíbles o no son creíbles”. 
 
El despacho, por lo anterior, realiza un análisis detallado sobre cada uno de los 
materiales probatorios aportados por la Fiscalía y por los indiciados en sus respectivos 
interrogatorios, concluyendo por estos medios, improbar las diligencias de la Fiscalía 
donde les hace cargos o imputaciones a estas dos personas como cómplices de estas 
conductas graves: a Frederick Fransuá, aceptando en el allanamiento a cargos en la 
formulación de imputación  y Jairo Enrique Acero aceptando después en diligencia de 
preacuerdo al que llegó con el ente Fiscal. Esas son las argumentaciones del Despacho, 
y las razones por las que imprueba este cargo, pues la Fiscalía no realiza ninguna 
argumentación, aparte de los hechos, donde realmente señale por qué son cómplices y 





-Bajo los anteriores argumentos, el Despacho imprueba estas imputaciones de 
complicidad, por parte de ente fiscal a los señores JORGE ENRIQUE ACERO y 
FRÉDERICK FRANSUÁ RODRÍGUEZ MOLINA.  
 
-El Juzgado Promiscuo del Circuito de Puerto Boyacá, ante la manifestación de haberse 
celebrado un preacuerdo entre la Fiscalía y el acusado FREDERICK FRANSUÁ 
RODRÍGUEZ MOLINA, precisó que la actuación se seguirá surtiendo única y 
exclusivamente contra el señor JAIRO ENRIQUE ACERO.  
 
-El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Manizales al Juzgado Penal del Circuito de 
Puerto Boyacá, autoridad ésta que, mediante sentencia, decidió poner fin a la instancia 
absolviendo a los acusados JAIRO ENRIQUE ACERO y PABLO EMILIO TELLO 
RAMÍREZ, de los cargos que les fueron formulados.  
 
-Oportunamente la Fiscalía apeló de la sentencia de primera instancia, y el Tribunal, por 
medio de fallo proferido el 29 de octubre de 2013 decidió revocarla íntegramente y en su 
lugar condenar a cada uno de los acusados PABLO EMILIO TELLO RAMÍREZ y JAIRO 
ENRIQUE ACERO, como consecuencia de encontrarlos coautores penalmente 
responsables del concurso de delitos de homicidio agravado y fabricación, tráfico y porte 
de armas de fuego.  
 
-Contra la sentencia de segunda instancia, la defensa de los acusados oportunamente 
interpuso recurso extraordinario de casación mediante la presentación de la 
correspondiente demanda 
 
b) Argumentos Jurídicos del Accionante 
 
-La casacionista denuncia que la sentencia de segunda instancia se halla viciada de nulidad 
por la violación del debido proceso, debido al desconocimiento de la garantía de 
imparcialidad. 
 
-Sostiene que el fundamento de su disenso radica en que, en pretérita ocasión, la misma 
Sala de Decisión del Tribunal Superior, conformada por los magistrados que aprobaron la 
sentencia de segunda instancia, desde los albores de la actuación realizaron un control 
material de la acusación en primera y segunda instancia, no esperado por las partes. A tal 
punto, cita textual: “la judicatura se abrogó la tarea de adecuar jurídicamente, el grado 
de participación de los encausados, con relación a la presunta comisión de las conductas 




-Anota que por parte del ad quem, se hicieron juicios de responsabilidad anticipada de los 
entonces imputados, a punto tal que en segunda instancia se decidió sobre el grado de 
participación de los encartados en relación con las conductas punibles por las que debían 
responder.  
 
-Manifiesta que en la referida decisión se incurrió en falso juicio de producción y 
apreciación de la prueba sobre la cual se fundó la sentencia. 
 
-Sostiene al efecto que el interrogatorio tomado al indiciado FREDERICK FRANSUÁ 
RODRÍGUEZ MOLINA el 13 de enero de 2010, fue introducido indebidamente a través 
del testimonio del investigador de la SIJIN, Patrullero Adrián Ricardo Vargas Mejía.  
.  
-Dice entender que los únicos eventos en los cuales puede tener acogida una declaración 
extra-juicio sea ésta una entrevista, un interrogatorio de indiciado, una declaración jurada 
o una exposición previa, como parte integral del testimonio de quien las rindió como 
versión anterior al juicio oral, es cuando dichos elementos materiales probatorios, se usan 
frente al mismo testigo que las rindió en precedencia, solamente con fines de impugnación, 
para refrescar memoria.  
 
--Sostiene al efecto que la Corte ha unificado la jurisprudencia en los casos en que la 
judicatura interviene oficiosamente en la actuación sin estar facultada por la Constitución 
o la Ley toda vez que la esencia del sistema adversarial, define claramente el rol que cumple 
el Juez, y el que por mandato a la Luz del artículo 250 de la Constitución Política de 1991, 
le corresponde a la Fiscalía General de la Nación, separando definitivamente la función de 
administrar justicia, de la función que corresponde al ejercicio de la acción penal como tal. 
 
-Afirma entonces que los juzgadores de instancia, al imponer su teoría del caso desde el 
replanteamiento de los hechos jurídicamente relevantes en la imputación tanto fáctica como 
jurídica, no hicieron nada diverso a ejercer el control material de la imputación en sede de 
acusación, y corregirla de acuerdo con su particular visión del evento histórico, en perjuicio 





-La Corte debe declarar la nulidad de la sentencia objeto de censura y remitir las diligencias 
a la Sala Penal del Tribunal Superior de Manizales.  
 
-Solicita acoger el cargo que postula, y excluir de la sentencia el interrogatorio de indiciado 




-Absolverlos de los cargos que les fueron formulados, y; subsidiariamente, declarar la 
nulidad de los autos por medio de los cuales se improbaron los acuerdos celebrados con la 
Fiscalía, para que el Juzgado de conocimiento proceda a su aprobación y condenar a los 
acusados como cómplices de los delitos a ellos atribuidos. 
 
3. Posición Jurídica del demandado  
 
a) Excepciones o argumentos aducidos por la Entidad Demandada 
 
-Los Magistrados que suscribieron el fallo de segunda instancia, se encontraban impedidos 
para decidir el fondo del asunto de conformidad con lo previsto en el numeral 6º del artículo 
56 del Código de Procedimiento Penal, toda vez que mediante auto del 3 de marzo de 2010 
confirmaron el dictado por el Juzgado Penal del Circuito de La Dorada, Caldas, a través del 
cual se improbó el acuerdo celebrado entre la Fiscalía y el indiciado PABLO EMILIO 
TELLO RAMÍREZ en cuya virtud se degradó la intervención de éstos de coautores a 
cómplices en los delitos de homicidio agravado y porte ilegal de armas de defensa personal. 
 
-El Delegado de la Fiscalía manifiesta que en relación con la causal de impedimento o 
recusación a que alude el demandante, tiene dicho la jurisprudencia de esta Corporación 
que ella sólo opera cuando se trata de una verdadera participación del funcionario dentro 
de la actuación, entendida como la intervención con entidad suficiente para comprometer 
la imparcialidad y el criterio del servidor judicial, lo cual impone evaluar en cada caso 
concreto cuál fue el conocimiento que del diligenciamiento tuvo aquél en el transcurso del 
trámite a su cargo y a la vez si con las labores adelantadas o las decisiones comprometió o 
emitió concepto que no garantice su imparcialidad.  
 
- la decisión de un preacuerdo u otra forma anticipada de terminación del proceso en 
relación con uno de los sindicados no constituye automáticamente un preconcepto sobre la 
responsabilidad penal que pueda predicarse de otros copartícipes por lo que no es razón 
suficiente de afectación de las garantías de imparcialidad e independencia judicial que se 
materialice a través de la institución de los impedimentos y/o de las recusaciones. 
 
-Señala que de otra parte, se precisó en aquella providencia por medio de la cual se resolvió 
la apelación de la improbación del acuerdo, que de la lectura de los hechos que fueron 
consignados en el acta de preacuerdo, permiten concluir que tal narración es la descripción 
de un actuar mancomunado, que es el reflejo de la figura conocida como coautoría 
impropia, y de aceptar el señor TELLO RAMÍREZ, uno de los aquí procesados, su 
participación en los mismos, mal haría en llamársele cómplice, cuando lo cierto es que la 




-Lo consignado en la providencia en cuestión, en ella los magistrados que la suscribieron 
hicieron un simple resumen del acontecimiento de contenido objetivo de los hechos materia 
de investigación plasmados en el preacuerdo, pero ninguna referencia o consideración 
expusieron en torno a la responsabilidad penal de los aquí procesados, como tampoco en 
relación con los elementos materiales probatorios o evidencia hasta ese entonces acopiada 
o que eventualmente se llegare a acopiar. 
 
-El interrogatorio del indiciado FREDERICK FRANSUÁ RODRÍGUEZ MOLINA, 
tomado el 13 de enero de 2010, fue introducido indebidamente a través del testimonio del 
investigador de la Sijin Adrián Ricardo Vargas Mejía, que dicho documento fue la prueba 
que se tuvo en cuenta para valorar el testimonio del declarante y producto de dicho análisis 
se fundó la sentencia revocatoria de absolución proferida en primera instancia. 
 
-Sostiene que el censor anunció que el interrogatorio en cuestión fue incorporado sin la 
observancia de los requisitos contemplados por la ley, pero sin aducir cuál o cuáles fueron 
esas exigencias legales desatendidas en su acopio, por qué se debió excluir al valorar el 
testimonio de RODRÍGUEZ MOLINA, prueba que fue practicada en el juicio con la 
intervención  de las partes y estimada por el Tribunal, no como único medio de sustento del 
fallo impugnado como lo afirma el demandante, sino aunado a las declaraciones de Claudia 
Patricia Belmonte, Humberto Castillo Beltrán y José Orlando Hoyos, al igual que las 
inferencias indiciarias de distinta índole que se hicieron.  
 
-Pese a que el demandante en algunos apartes del libelo alude a la apreciación y en otros a 
la valoración de la declaración de RODRÍGUEZ MOLINA, nada dijo y mucho menos 
demostró sobre cuál o cuáles fueron los desaciertos del Tribunal en la valoración del 
testimonio de acuerdo con los lineamientos 
 
4. Planteamiento del Problema Jurídico 
 
¿Se ejerció un verdadero control material por parte del juzgado de primera instancia y la 
sala de Decisión del Tribunal Superior de la acusación para imponer su propia teoría del 
caso sobre la de la fiscalía, y al hacerlo, agraviaron el derecho fundamental al debido 
proceso previsto para la forma anticipada de terminación, pues suplantaron la función de 
acusar, constitucionalmente atribuida a la Fiscalía y con ello causaron grave perjuicio a los 











Se realiza un análisis minucioso sobre  los materiales probatorios aportados por la Fiscalía 
y por los indiciados en sus respectivos interrogatorios, concluyendo por estos medios, 
improbar las diligencias de la Fiscalía donde les hace cargos o imputaciones a estas dos 
personas como cómplices de estas conductas graves: a Frederick Fransuá, aceptando en el 
allanamiento a cargos en la formulación de imputación  y Jairo Enrique Acero aceptando 
después en diligencia de preacuerdo al que llegó con el ente Fiscal. Esas son las 
argumentaciones del Despacho, y las razones por las que imprueba este cargo, pues la 
Fiscalía no realiza ninguna argumentación, aparte de los hechos, donde realmente señale 
por qué son cómplices y no son coautores.  
 
Considera, también, que la lectura de los hechos que fueron consignados en el acta del 
preacuerdo permite concluir que tal narración es la descripción de un actuar mancomunado, 
que es el reflejo de una figura conocida como COAUTORÍA IMPROPIA, y de aceptar el 
señor TELLO RAMÍREZ su participación en los mismos, mal haría en llamársele cómplice, 
cuando lo cierto es que la narración de los hechos, y una lectura de estos, da cuenta de la 
coautoría y no de la complicidad.  
 
b) Decisión de Primera Instancia 
 
El Despacho imprueba las imputaciones de complicidad, por parte de ente fiscal, 
considerando que están son de autoría y coautoría.  
 
6. De la Segunda Instancia 
  
a) Consideraciones respecto al problema jurídico 
 
El despacho considera pertinente señalar que se invadió la órbita funcional del órgano 
acusador, y se les impidió a los implicados ejercer el derecho a declinar el ejercicio de actos 
de defensa, aceptando la responsabilidad penal por la conducta atribuida a cambio de una 
sustancial rebaja en la pena que habría de corresponderle para el caso de resultar vencidos 
en juicio, pese a la posibilidad de ejercer a plenitud el cúmulo de garantías procesales, entre 
las que cobra especial relevancia el derecho de defensa, tanto técnica como material. Es así 
como el juzgado de conocimiento decidió imponer su propia teoría del caso para concluir 
que todos y cada uno de los integrantes del grupo de personas que estuvieron presentes al 
momento del homicidio, tuvieron el dominio del hecho, conocían el designio criminal y 
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mostraron complacencia con el resultado final, restándole todo mérito vinculante a la 
manifestación de la Fiscalía.  
 
b) Tesis de la Corporación 
 
La confianza de una sociedad democrática en la imparcialidad de sus tribunales implica que 
deba ser removido del juicio todo juez del cual se pueda tener una duda legítima o queja de 
falta de imparcialidad “teniendo como elemento determinante en este análisis saber si los 
temores del interesado pueden estar objetivamente justificados”, lo cual, en el presente caso 
ha quedado demostrado.  
 
c) Fundamentos de la Tesis de la Corporación 
 
El juzgador no puede demostrar una imparcialidad notoria ante las partes, y por lo anterior, 
no puede inmiscuirse en las decisiones y funciones de la Fiscalía General de la Nación, 
como la imputación Jurídica a los indiciados. Todo lo anterior, en base a la figura del Juez 
Natural, tercero e Imparcial, y al garantismo característico del Derecho Penal.  
 
7. Análisis Crítico de la Sentencia 
 
En base a las anteriores consideraciones y decisiones, es necesario realizar ciertas 
precisiones con respecto al Control Material, y no es que éste consista en inmiscuirse en las 
funciones del ente acusador o en la función de Defensa técnica o material, sino en un control 
de materialidad que realiza el juzgador con respecto a lo expresado por las partes y su 
apegamiento a la ley. 
 
La figura del juez proactivo constitucionalmente es reciente, si bien la imparcialidad es una 
garantía, el control material puede significar una garantía penal para las víctimas y para la 
justicia, en vista de que si la actuación de alguna de las partes no es coherente y no está 
apegada a la ley éste puede realizar un control de justicia sobre ella.  
 
 
Análisis de la Sentencia N°: SP9853-2014 
 
1. Identificación de la Providencia 
Corporación y Sala: Corte Suprema de Justicia- Sala de casación penal.  
Sentencia N°: SP9853-2014 
Medio de Acción: Recurso Extraordinario de Casación  
Fecha: 16 de julio den 2014 




2. Posición Jurídica de la Parte Actora 
 
a) Hechos Relevantes: 
 
-El señor LUIS MARCELINO TEJEDA MATTOS, fue baleado cuando se encontraba en 
la “Casa de Hospedaje Israel” del corregimiento de Taganga, lugar al que ingresó el agresor 
con el pretexto de preguntar si había habitaciones disponibles y quien esgrimiendo un arma 
de fuego disparó contra la humanidad del mencionado, después se dirigió hacia el lugar 
donde lo aguardaba su acompañante en la motocicleta que utilizaron para emprender la 
retirada con dirección al centro de ese corregimiento. Por este hecho, ese día resultaron 
capturados CRISTIAN ANDRÉS HOYOS CHAVERRA y Otro, a quien se apoda “El 
Ojón”.  
 
-Se imputó a HOYOS CHAVERRA el delito de homicidio agravado –arts. 103 y 104.4- en 
concurso con fabricación, tráfico o porte de armas de fuego o municiones agravado art. 
365. Inc. 2º.-; y se le impuso medida de aseguramiento de detención preventiva en 
establecimiento carcelario.  
 
-La Fiscal Doce Delegada ante los Jueces Penales del Circuito de Santa Marta presentó 
escrito de acusación en contra de HOYOS CHAVERRA por homicidio simple en concurso 
con tráfico, fabricación o porte de arma de fuego o municiones, sin la circunstancia de 
agravación. 
 
-La Fiscalía manifestó que retiraba el escrito de acusación y en su lugar presentó un 
preacuerdo celebrado con el acusado, por medio del cual éste aceptaba su responsabilidad 
en los delitos contenidos en el escrito de llamamiento a juicio, cuyas penas se 
individualizaron así: para el homicidio en 208 meses, y 6 adicionales por el porte de armas, 
esto es, 214; monto al que se le redujo el 40 %, para un total de 128.4 meses de prisión 
 
-El preacuerdo fue improbado por el juez de conocimiento, aduciendo como causal de su 
ilegalidad, la violación al principio de estricta tipicidad, dado que la acusación no abarcaba 
los mismos cargos de la formulación de imputación –homicidio y porte agravados- además 
que tampoco estaba conforme con el descuento que se otorgaba. 
 
-Se convocó al indiciado por el delito de homicidio simple en concurso con fabricación, 
tráfico o porte de armas de fuego o municiones, pero ahora, con la circunstancia de mayor 




-la Fiscalía Doce Delegada ante los Jueces Penales del Circuito de Santa Marta presentó 
escrito contentivo de un nuevo preacuerdo intentando atender los requerimientos 
formulados por el juez al improbar el anterior, según el cual HOYOS CHAVERRA 
aceptaría los cargos acabados de referir, y a cambio se le impondría una pena de 214 meses 
(208 por el homicidio y 6 por el porte), monto sobre el cual se le reconocería una reducción 
de la tercera parte. 
 
-Fue improbado ya que el juez consideró,  contrario a lo afirmado por la Fiscalía, que habían 
elementos materiales probatorios con fundamento en los cuales se podrían demostrar las 
circunstancias de agravación, tanto del homicidio como del punible contra la seguridad 
pública y así mismo había desacuerdo en la tasación de la pena pactada para el segundo 
punible, puesto que la imposición de sólo seis meses violaría el principio de legalidad, ya 
que la norma sancionatoria contiene una pena manifiestamente mayor. 
 
-Contra la anterior decisión, la Fiscalía interpuso recurso de reposición, impugnación que 
fue denegada, y la defensa formuló apelación, la que fue resuelta de manera desfavorable 
mediante decisión por parte del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santa Marta.  
 
-Se impuso a HOYOS CHAVERRA una pena de 314 meses de prisión y la inhabilidad para 
el ejercicio de derechos y funciones públicas por un plazo igual al de la sanción principal, 
por el delito de homicidio simple en concurso con fabricación, tráfico o porte de armas de 
fuego o municiones, con la circunstancia genérica de mayor punibilidad prevista en el 
numeral 10º del artículo 58 del Código Penal. 
 
-La defensa interpuso el recurso de apelación contra dicha providencia, arguyendo que al 
fundamentarse en la aceptación de responsabilidad de HOYOS CHAVERRA, se debió 
reducir la pena; impugnación en cuyo traslado a los no recurrentes la Fiscalía solicitó al 
Tribunal retirar la circunstancia de mayor punibilidad que se aplicó en la sentencia ya que 
no se puede imponer condena al acusado en calidad de coautor y a la vez reprocharle haber 
actuado en coparticipación criminal;  por lo que la petición iba encaminada a que la condena 
se limitara a los dos delitos sin ninguna circunstancia ni específica ni genérica de 
ampliación punitiva. 
 
-La defensora suplente del indiciado interpuso recurso extraordinario de Casación.   
 
b) Argumentos Jurídicos del Accionante 
 




-La sentencia está afectada de nulidad, ante la sistemática violación de las garantías al 
debido proceso y al derecho de defensa de CRISTIAN ANDRÉS HOYOS CHAVERRA, 
encuadrándolo dentro de la causal segunda del art. 181 del C. de P.P. “Desconocimiento 
del debido proceso por afectación sustancial de su estructura o de la garantía debida a 
cualquiera de las partes”. 
 
-Afirma la casacionista que de conformidad con el escrito presentado por la Fiscalía se 
celebró un preacuerdo entre la Fiscalía y la defensa de CRISTIAN ANDRÉS HOYOS 
CHAVERRA, conforme al cual el imputado quedaría sometido a una pena de 128.4 meses 
de prisión. 
 
-Relata que luego de la presentación del escrito de acusación y del logro del preacuerdo, 
inexplicablemente apareció otro escrito de acusación diferente, que contenía una nueva 
circunstancia que afectaba la punibilidad y además un folio que no figuraba en el escrito 
inicial, en el que se hacía una relación de un elemento material probatorio que fue tenido 
en cuenta como prueba durante el desarrollo del juicio oral.  
 
-Aduce que el Juzgado Quinto Penal del Circuito con funciones de Conocimiento de Santa 
Marta cambió la calificación de los dos delitos, de simples a agravados, vulnerando así el 
principio de juez imparcial, y no obstante ningún juzgador fue retirado del conocimiento 
del asunto. 
 
-El Ad quem incurrió en una violación directa de la ley sustancial por la falta de aplicación 
del artículo 352 del Código de Procedimiento Penal, dado que el acusado aceptó la 
acusación en el curso de la audiencia preparatoria, hecho que, según la defensora, no fue 
tenido en cuenta por el juzgado de primera instancia, incurriendo este a su parecer en una 
manifiesta falsedad ideológica. 
 
-Finalmente reclama de esta Colegiatura que profiera sentencia de reemplazo, aunque en 
estricto sentido lo que debería proceder sería la anulación del proceso, pero tal decisión 












3. Posición Jurídica del Demandado 
 
b) Excepciones aducidas por la Entidad Demandada 
 
-Ratificando lo expresado por el casacionista y con el delegado de la Fiscalía General de la 
Nación, en que toda la ilegalidad del actuar de los juzgadores de instancia se concreta 
específicamente en querer imponer su propia calificación jurídica sobre la realizada por la 
Fiscalía General de la Nación, y que el agravio debe corregirse directamente por la Sala 
con una sentencia de reemplazo mediante la cual avale el preacuerdo que corresponda.   
 
4. Planteamiento del Problema Jurídico 
 
¿Los jueces de instancia hicieron control material de la acusación, al negarse a aceptar el 
segundo preacuerdo y la aceptación de cargos realizada en la audiencia preparatoria, con lo 
cual agraviaron el debido proceso previsto para los procesos abreviados?  
 
 
5. Fallo de Instancia 
 
c) Consideraciones  
 
El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santa Marta: 1) compartió los planteamientos 
del a quo, ya que también consideraba que la Fiscalía podría probar las circunstancias de 
agravación de los dos delitos en cuestión, 2) advirtió que la Fiscalía desbordó el marco de 
su competencia al formular la acusación por los delitos obviando las circunstancias de 
agravación punitiva, cuando la imputación ya los contenía; y, 3) realizó un análisis de 
adecuación típica para concluir que HOYOS CHAVERRA ciertamente debía responder por 
los punibles en mención, con las circunstancias de agravación punitiva. 
 
d) Decisión de primera instancia  
 
Ratificar como in-aprobado el nuevo preacuerdo, ya que había elementos materiales 
probatorios con fundamento en los cuales se podrían demostrar las circunstancias de 
agravación, tanto del homicidio como del punible contra la seguridad pública y así mismo 
había desacuerdo en la tasación de la pena pactada para el segundo punible 
6. De la Segunda Instancia  
 




- El artículo 29 de la Carta Política, en relación con el derecho fundamental al debido 
proceso, señala que nadie podrá ser juzgado sino conforme a ley preexistente, ante el juez 
o tribunal competente y con la observancia de la "plenitud de las formas propias de cada 
juicio". La Constitución igualmente se refiere a otros principios que complementan esta 
garantía, tales como el de favorabilidad, la presunción de inocencia, el derecho de defensa, 
la asistencia profesional de un abogado, la publicidad del juicio, la celeridad del proceso 
sin dilaciones injustificadas, la aducción de pruebas en su favor y la posibilidad de 
controversia de las que se alleguen en contra del procesado, el derecho a la doble instancia 
en caso de condena -salvo que se trate de casos de única instancia-, y a no ser juzgado dos 
veces por el mismo hecho así se le dé una denominación jurídica distinta. 
 
-En el proceso existieron varias irregularidades, originadas todas en que los juzgadores 
tenían su propia teoría del caso y querían imponerla sobre la de la Fiscalía, y en esas 
condiciones se opusieron a cualquier vía consensuada orientada a evitar el juicio. 
 
-En el sistema adversarial no  se permite al juez imponer su particular lectura de los hechos 
–su propia teoría del caso-, mediante la cual obligue al fiscal a imputarle al indiciado un 
fragmento del acontecer delictual distinto del que el fiscal considera hasta ese momento 
probado y por el que debe responder, dado que con ello se desestructura la sistemática 
adversarial, toda vez que el juez no tiene iniciativa probatoria con la cual pudiera, como en 
el sistema inquisitivo o incluso mixto, demostrarla.  
 
e) Tesis de la Corporación 
 
-Los jueces de instancia hicieron control material de la acusación, al negarse a aceptar el 
segundo preacuerdo y la aceptación de cargos realizada en la audiencia preparatoria, con lo 
cual agraviaron el debido proceso previsto para los procesos abreviados. 
 
f) Fundamentos de la Tesis de la Corporación 
 
En la audiencia de formulación de acusación al juez y a las partes les está vedado cuestionar 
la adecuación típica realizada por la Fiscalía en su escrito, pues, hacerlo, implicaría 
interferencia en el ejercicio de la acción penal y en la decisión de acusar que corresponde a 
ese ente, y a nadie más. 
 
7. Análisis Crítico de la Sentencia 
 
Con el anterior análisis a la sentencia, encontramos que parte fundamental del sistema penal 
acusatorio es la garantía del acusado en medio del proceso penal, por ello, se veta al juez y 
a la contraparte de inmiscuirse en las funciones propias del Estado en representación del 
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ente acusador, pero ¿qué pasa cuando estas funciones no están acordes a ley? Podemos 
decir, entonces, que es función del juzgador intervenir en los casos en los que considere 
que se ve vulnerado un enunciado normativo o un derecho subjetivo de las partes, no 
queriendo decir esto que el juez deba intervenir en la imputación jurídica al acusado, sino 






Tabla 1 Análisis de la ley 1098 de 2006.  
Por la cual se expide el Código de la Infancia y la Adolescencia 
 
ARTÍCULOS ANÁLISIS 
Artículo. 21. DERECHO A LA LIBERTAD Y 
SEGURIDAD PERSONAL. Los niños, las niñas 
y los adolescentes no podrán ser detenidos ni 
privados de su libertad, salvo por las causas y con 
arreglo a los procedimientos previamente 
definidos en el presente código. 
 
Se puede observar que desde este punto ya 
se dan algunos parámetros que delimitan la 
detención de menores de edad, y se 
establecen unos lineamientos relacionados 
con medidas de seguridad para los casos en 
que se cometa una conducta punible.  
 
Artículo 139. SISTEMA DE 
RESPONSABILIDAD PENAL PARA 
ADOLESCENTES. El sistema de 
responsabilidad penal para adolescentes es el 
conjunto de principios, normas, procedimientos, 
autoridades judiciales especializadas y entes 
administrativos que rigen o intervienen en la 
investigación y juzgamiento de delitos cometidos 
por personas que tengan entre catorce (14) y 




Se establecen los principios rectores del 
sistema penal que rige para los menores 
entre (14) y (18) años, así como el 
procedimiento correspondiente que 
garantice los principios generales del 
Código de Infancia y adolescencia. Sin 
embargo, no se observa ningún enunciado 
que haga análisis de las medidas de 
seguridad para los menores.  
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Artículo 140. FINALIDAD DEL SISTEMA DE 
RESPONSABILIDAD PENAL PARA 
ADOLESCENTES. En materia de 
responsabilidad penal para adolescentes tanto el 
proceso como las medidas que se tomen son de 
carácter pedagógico, específico y diferenciado 
respecto del sistema de adultos, conforme a la 
protección integral. El proceso deberá garantizar 




Se hace una referencia específica a las 
medidas que se pueden tomar, que deben ser 
no retributivas, sino de carácter restaurativo 
y constructivo, con cierta diferencia a la 
finalidad de la pena que establece el Código 
Penal para los adultos. Por ello, la medida 
de seguridad como mecanismo sustituto de 
la pena privativa de libertad.   
ARTÍCULO 142. EXCLUSIÓN DE LA 
RESPONSABILIDAD PENAL PARA 
ADOLESCENTES. Sin perjuicio de la 
responsabilidad civil de los padres o 
representantes legales, así como la 
responsabilidad penal consagrada en el numeral 2 
del artículo 25 del Código Penal, las personas 
menores de catorce (14) años, no serán juzgadas 
ni declaradas responsables penalmente, privadas 
de libertad, bajo denuncia o sindicación de haber 
cometido una conducta punible. La persona 
menor de catorce (14) años deberá ser entregada 
inmediatamente por la policía de infancia y 
adolescencia ante la autoridad competente para la 
verificación de la garantía de sus derechos de 
acuerdo con lo establecido en esta ley. La policía 
procederá a su identificación y a la recolección de 






Claramente de excluye la responsabilidad 
penal para los menores de (18) y mayores de 
(14) años, también se excluye la privación 
de libertad; como también se excluye la 
declaración de culpa penal sobre éstos, 
cuando se denuncie la comisión de una 
conducta punible. 
ARTÍCULO 148. CARÁCTER 
ESPECIALIZADO. La aplicación de esta ley 
tanto en el proceso como en la ejecución de 
medidas por responsabilidad penal para 
adolescentes estará a cargo de autoridades y 
órganos especializados en materia de infancia y 
adolescencia. 
PARÁGRAFO. Para el cumplimiento de las 
medidas de restablecimiento de derechos de los 
menores de 14 años y ejecución de sanciones 
impuestas a los adolescentes de 14 a 16 años y de 







En el parágrafo se puede observar que se 
establece la ejecución de las sanciones 
(medidas de seguridad) que serán impuestas 
a los mayores de (14) años y menores de 
(18) donde se delega al Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar para que 
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diseñará los lineamientos de los programas 
especializados en los que tendrán prevalencia los 
principios de política pública de fortalecimiento a 
la familia de conformidad con la Constitución 
Política y los Tratados, Convenios y Reglas 
Internacionales que rigen la materia. 
 
diseñe la ejecución de éstas y cumplan con 
los requisitos de reparación, restauración 
tanto del sujeto pasivo como del menor de 
edad.  
Artículo 160. CONCEPTO DE LA PRIVACIÓN 
DE LA LIBERTAD. Se entiende por privación de 
la libertad toda forma de internamiento, en un 
establecimiento público o privado, con personal 
adecuado, instalaciones suficientes, medios 
idóneos, y experiencia probada; ordenada por 
autoridad judicial, del que no se permite al 
adolescente salir por su propia voluntad. 
Los centros deben cumplir con las condiciones de 
seguridad para evitar la evasión de los 
adolescentes. Si el adolescente se evade, el juez 
deberá, de manera inmediata, ordenar su 
aprehensión y la revisión de la sanción. 
 
 
El concepto de privación de libertad en los 
adolescentes es bastante parecido al 
señalado para los adultos que incurren en 
conductas punibles.  
Esta medida de aseguramiento contará con 
personal distinto al del sistema Carcelario 
colombiano, y establecerá los medios y los 
procedimientos requeridos para que, si bien 
el adolescente no salga por su voluntad, se 
construya una verdadera medida de 
seguridad y no una pena retributiva y 
privativa de libertad.  
ARTÍCULO 161. EXCEPCIONALIDAD DE 
LA PRIVACIÓN DE LIBERTAD. Para los 
efectos de la responsabilidad penal para 
adolescentes, la privación de la libertad sólo 
procede para las personas que al momento de 
cometer el hecho hayan cumplido catorce (14) y 
sean menores de dieciocho (18) años. La 





Se establece una vía alterna y pedagógica a 
la privación de libertad tradicional. Aunque 
bien nominalmente se trata de lo mismo, se 
distancia de aquella por el carácter ya 
mencionado.  
ARTÍCULO 177. SANCIONES. Son sanciones 
aplicables a los adolescentes a quienes se les haya 
declarado su responsabilidad penal: 
Imposición de reglas de conducta. 
La prestación de servicios a la comunidad. 
La libertad asistida. 
La internación en medio semicerrado. 
La privación de libertad en centro de atención 











presente artículo se cumplirán en programas o 
centros de atención especializados los que 
deberán acogerse a los lineamientos técnicos que 
para cada sanción defina el Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar. 
PARÁGRAFO 1o. Para la aplicación de todas las 
sanciones la autoridad competente deberá 
asegurar que el adolescente esté vinculado al 
sistema educativo. El Defensor de Familia o 
quien haga sus veces deberán controlar el 
cumplimiento de esta obligación y verificar la 
garantía de sus derechos. 
PARÁGRAFO 2o. El juez que dictó la sanción 
será el competente para controlar su ejecución. 
PARÁGRAFO 3o. Los centros de atención 
especializada deberán cumplir lo establecido en 
los artículos 50 y 141 del Código de la Infancia y 
la Adolescencia. 
 
Una vez declarada la responsabilidad penal, 
se tienen distintos tipos de sanciones, dentro 
de las que se puede observar las medidas de 
seguridad. Entre éstos la libertad asistida, la 
internación en medios semi-cerrados como 
institutos especializados adscritos al ICBF.  
 
Se denota que todas las sanciones aplicables 
deben tener un enfoque educativo y 
garantista total del derecho de los menores. 
Tanto, que el juez que dicte la sanción debe 
tener control sobre la ejecución de este. Y al 
lado de ello, las sanciones se rigen a los 
principios generales del Código de Infancia 
y Adolescencia.  
ARTÍCULO 178. FINALIDAD DE LAS 
SANCIONES. Las sanciones señaladas en el 
artículo anterior tienen una finalidad protectora, 
educativa y restaurativa, y se aplicarán con el 
apoyo de la familia y de especialistas. 
El juez podrá modificar en función de las 
circunstancias individuales del adolescente y sus 
necesidades especiales las medidas impuestas. 
 
 
La finalidad de las sanciones es totalmente 
protectora, y de nuevo, como ya se 
mencionó, se distancia del mero ámbito 
retributivo de la pena, y se configura según 
las condiciones individuales.  
ARTÍCULO 181. INTERNAMIENTO 
PREVENTIVO. En cualquier momento del 
proceso y antes de la audiencia de juicio, el juez 
de control de garantías, como último recurso, 
podrá decretar la detención preventiva cuando 
exista: 
1. Riesgo razonable de que el adolescente evadirá 
el proceso. 
2. Temor fundado de destrucción u 
obstaculización de pruebas. 
3. Peligro grave para la víctima, el denunciante, 










Específicamente se expresa la internación 
preventiva para los adolescentes, donde se 
establecen unos parámetros razonables para 
la imposición de la medida. También se 
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PARÁGRAFO 1o. El internamiento preventivo 
no procederá sino en los casos en que, conforme 
a la gravedad del delito sería admisible la 
privación de libertad como medida. Se ejecutará 
en centros de internamiento especializados donde 
los adolescentes procesados deben estar 
separados de los ya sentenciados. 
PARÁGRAFO 2o. El internamiento preventivo 
no podrá exceder de cuatro meses, prorrogable 
con motivación, por un mes más. Si cumplido 
este término el juicio no ha concluido por 
sentencia condenatoria, el Juez que conozca del 
mismo lo hará cesar, sustituyéndola por otra 
medida como la asignación a una familia, el 
traslado a un hogar o a una institución educativa. 
Mientras se encuentren bajo custodia, los 
adolescentes recibirán cuidados, protección y 
toda la asistencia social, educacional, profesional, 
sicológica, médica y física que requieran, habida 
cuenta de su edad, sexo y características 
individuales. 
 












El plazo máximo será de cuatro meses, 
Periodo que permitirá determinar el avance 
de la finalidad de la medida impuesta y del 
proceso correspondiente para la 
determinación de la correspondiente 
sanción permanente.   
ARTÍCULO 186. MEDIO SEMI-CERRADO. Es 
la vinculación del adolescente a un programa de 
atención especializado al cual deberán asistir 
obligatoriamente durante horario no escolar o en 
los fines de semana. Esta sanción no podrá ser 
superior a tres años. 
 
Es una sanción completamente educativa, 
donde se establece un programa de atención 
al que serán sometidos los jóvenes durante 
un tiempo específico.  
ARTÍCULO 187. LA PRIVACIÓN DE LA 
LIBERTAD.  La privación de la libertad en 
centro de atención especializada se aplicará a los 
adolescentes mayores de dieciséis (16) y menores 
de dieciocho años (18) que sean hallados 
responsables de la comisión de delitos cuya pena 
mínima establecida en el Código Penal sea o 
exceda de seis años de prisión. 
En estos casos la privación de libertad en centro 
de atención especializada tendrá una duración 
Se habla abiertamente de la privación de 
libertad, dejándose de los anteriores 
mecanismos, pero esto en relación con los 
menores entre (16) y (18) años. 
 
Se establecen los límites de tiempo que debe 
durar la privación de libertad. Como 
también se especifica que la privación de 
libertad en Centro de Atención 
Especializada se aplicará a los adolescentes 
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desde un (1) año hasta cinco (5) años, salvo lo 
dispuesto en los incisos siguientes. 
La privación de libertad en Centro de Atención 
Especializada se aplicará a los adolescentes 
mayores de catorce (14) y menores de dieciocho 
(18) años, que sean hallados responsables de 
homicidio doloso, secuestro, extorsión en todas 
sus formas y delitos agravados contra la libertad, 
integridad y formación sexual. 
En estos casos, la privación de libertad en centro 
de atención especializada tendrá una duración 
desde dos (2) hasta ocho años (8), con el 
cumplimiento total del tiempo de sanción 
impuesta por el juez, sin lugar a beneficios para 
redimir penas. 
En los casos en que el adolescente haya sido 
víctima del delito de constreñimiento de menores 
de edad para la comisión de delitos o 
reclutamiento ilícito no se aplicará privación de 
la libertad. 
Parte de la sanción de privación de libertad podrá 
ser sustituida por cualquiera de las otras 
sanciones previstas en el artículo 177 de este 
Código por el tiempo que fije el juez. El 
incumplimiento de la sanción sustitutiva podrá 
acarrear la aplicación de la privación de la 
libertad impuesta inicialmente o la aplicación de 
otra medida. En ningún caso, la nueva sanción 
podrá ser mayor al tiempo de la sanción de 
privación de libertad inicialmente previsto. 
PARÁGRAFO. Si estando vigente la sanción de 
privación de libertad el adolescente cumpliere los 
dieciocho años continuará cumpliéndola hasta su 
terminación en el Centro de Atención 
Especializada de acuerdo con las finalidades 
protectora, educativa y restaurativa establecidas 
en la presente ley para las sanciones. 
Los Centros de Atención Especializada prestarán 
una atención pedagógica, específica y 
diferenciada entre los adolescentes menores de 
mayores de (14) y menores de (18) años, 
que sean hallados responsables de 
homicidio doloso, secuestro, extorsión en 
todas sus formas y delitos agravados contra 
la libertad, integridad y formación sexual.  
 
Se hace referencia al caso en que, en el 
cumplimiento de la sanción, el menor 
cumple la mayoría de edad. Éste deberá 





dieciocho años y aquellos que alcanzaron su 
mayoría de edad y deben continuar con el 
cumplimiento de la sanción. Esta atención deberá 
incluir su separación física al interior del Centro, 
así como las demás garantías contenidas en la 
Constitución Política y en los Tratados o 
Convenios Internacionales de Derechos 
Humanos ratificados por Colombia, en especial, 
la Convención sobre los Derechos del Niño. 
PARÁGRAFO 2o. Los Centros de Atención 
Especializada funcionarán bajo el asesoramiento 
del Sistema Nacional Penitenciario y Carcelario 
en lo relativo a las medidas de seguridad y 
administración, de conformidad con la función 
protectora, restaurativa y educativa de la medida 




Al realizar un análisis inferencial de la anterior información, tanto normativa como 
jurisprudencial puede llegarse a las siguientes premisas conclusivas. 
En primer lugar, se tiene que el ordenamiento jurídico procesal penal regido por la Ley 906 de 
2004, en principio, ha prohibido la realización de un control material a la acusación por parte 
del juez de conocimiento, encargado del direccionamiento de tal diligencia; no obstante, 
actualmente está en proceso de construcción jurisprudencial un precedente que podría variar 
dicha situación, señalando que, en virtud de que al juez le corresponde una veeduría total del 
proceso, así como la garantía de los derechos fundamentales, tanto de las víctimas como del 
procesado, es de su resorte, no solamente obrar como mero árbitro del proceso penal sino 
también interferir. 
Ahora, la pertinencia de lo anterior se desprende de un acontecimiento jurídico, según el cual, 
con tres decisiones judiciales emitidas por la Corte Suprema de Justicia en el mismo punto de 
derecho, el juez adquiere una vinculatoriedad relativa frente a tal forma de resolución del caso. 
Así las cosas, hasta el momento, lo que podría argumentarse para la aplicación de las 
consideraciones de la Corte Suprema de Justicia en su Sala de Decisión Penal es la existencia 
de un caso análogo, con identidad fáctica y jurídica, lo que sería totalmente viable. Quedando 
demostrado así que actualmente puede ser aplicado, en casos totalmente particulares, el criterio 
jurisprudencial del control material a la acusación. 
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VIABILIDAD DEL CONTROL MATERIAL A LA ACUSACIÓN EN VIGENCIA DE 
LA LEY 906 DE 2004 
 
 
Control a la acusación en el proceso penal colombiano regido por el Código de 
Procedimiento Penal 
 
Dentro de las funciones atribuidas a la Fiscalía General de la Nación por el Acto 
Legislativo 03 de 2002, reformatorio de la Constitución Política de 1991, se encuentra que 
uno de los deberes del ente acusador, establecidos en el artículo 250 de la Carta es “presentar 
escrito de acusación ante el juez de conocimiento, con el fin de dar inicio a un juicio público, 
oral, con inmediación de las pruebas, contradictorio, concentrado y con todas las garantías”.  
 
Dicho Acto Legislativo fue demandado por vicios de trámite, sin embargo fue 
declarado exequible en Sentencia C-1039 de 2004 (M.P. Álvaro Tafur Galvis) en su integridad 
y no ha sufrido modificaciones en su texto originario, exceptuando la parte final del numeral 
segundo del precitado artículo que establecía que en los eventos de registros, allanamientos, 
incautaciones e interceptaciones de comunicaciones, el juez que ejerza de control de garantías, 
debía efectuar el control posterior de estas diligencias, a más tardar dentro de las treinta y seis 
(36) horas siguientes, “al solo efecto de determinar su validez”. Esta última parte resaltada 
fue declarada inexequible por la Corte Constitucional por considerar que este había sido 
adicionado en el séptimo debate surtido en la Comisión Primera Constitucional del Senado de 
la República, sobre el particular se dijo en aquella ocasión que para la Corte con la expresión 
añadida en el séptimo debate se había integrado en el texto constitucional una limitante al 
alcance de la función del juez de control de garantías que no tuvo discusión alguna en los 
debates que precedieron su inclusión.  Sobre esto, se puede notar que dicho texto representó 
una modificación esencial, ya que restringió las facultades que desde el inicio se concibieron 
en cabeza de este funcionario judicial.  
 
La Corte a su vez concluyó que del examen sobre la validez de la diligencia a cargo 
del juez de garantías constituye una modificación esencial como quiera que antes que una 
simple precisión, termina circunscribiendo la función del mismo a una tarea que tal 
especificidad que permite interpretar que se plantea una exclusión de algunas labores que a 
pesar de estar encaminadas a la protección de las garantías fundamentales de las personas, no 
pueden ser ejercidas por el funcionario judicial en tanto no las abarca la competencia definida 




Así las cosas, en lo que atañe a la acusación, el articulado constitucional no ha sufrido 
modificación alguna por parte del legislador ni de la Corte Constitucional.  
 
Ley procesal penal 
De la ley procesal penal se advierte que existe un escrito de acusación que debe ser presentado 
por el Fiscal ante el juez competente y una diligencia judicial denominada audiencia de 
formulación de acusación donde se da lectura al escrito de acusación  y donde  las partes 
podrán expresar oralmente las causales de incompetencia, impedimentos, recusaciones, 
nulidades, si las hubiere, y podrán hacer observaciones sobre el escrito de acusación, si este 
no llegare a reunir los requisitos formales establecidos, para que el fiscal lo aclare, adicione o 
corrija de inmediato.  
 
Este acto procesal encuentra su regulación legal en desde entre los artículos 336 y 354 
del CPP. Allí se establece cuándo el fiscal presenta el escrito de acusación al juez competente 
(Art. 336), cuál es el contenido que debe tener ese escrito de acusación (Art. 337), cuándo se 
cita a las partes y cuál es el trámite de la audiencia de formulación de acusación (Arts. 338 y 
339); en esta audiencia se determina la calidad de víctima (Art. 340), se tramita la 
impugnación de competencia (Art. 341), se ordenan medidas de protección si es necesario 
(Art. 342) y –entre otros aspectos relacionados con el descubrimiento probatorio y los 
preacuerdos y negociaciones entre la Fiscalía y el procesado- se fija fecha de la audiencia 
preparatoria, no sin antes tomar las siguientes decisiones: (I) incorporar las correcciones a la 
acusación leída; (II) aprobar o improbar los acuerdos a que hayan llegado las partes; y (III) 
suspender condicionalmente el procedimiento, cuando corresponda (Art. 343). 
 
Ahora, de la interpretación de la regulación legal de la acusación se entiende que el 
control que pueden realizar la Fiscalía, el Ministerio Público, la defensa y la víctima frente al 
escrito de acusación se circunscribe a los requisitos formales establecidos en el artículo 337 
del CPP. 
 
Estos requisitos de formalidad no permiten ejercer un control material o de fondo que 
pudieran hacer las partes e intervinientes sobre el escrito de acusación al percatarse que, de 
los elementos de prueba relacionados por la Fiscalía, NO se puede afirmar con probabilidad 
con de verdad que la conducta existió y que el procesado es su autor o partícipe, según lo 
ordenado en el Art. 336 CPP. 
 
De la anterior situación, proviene el problema jurídico que originó la presente 
investigación, el cual es: ¿Puede el juez de conocimiento realizar un control material del 
escrito de acusación en la audiencia de formulación de acusación? 




a) Una primera que niega rotundamente tal posibilidad y por ende reafirma que 
el control es meramente formal, dado que ni a nivel legal  ni constitucional se observa un 
imperativo que ordene la realización de dicha revisión puesto que como expresamente lo 
establece el artículo 339 del C.P.P. las observaciones en audiencia de formulación de la 
acusación respecto al escrito irán tan solo dirigidas a verificar si éste reúne o no las 
formalidades o “requisitos establecidos en el artículo337, para que el fiscal lo aclare, adicione 
o corrija de inmediato”, y 
 
b) Una segunda postura que aboga por el control material de la acusación 
tomando como premisa básica el hecho de que el fiscal sólo podrá acusar “cuando de los 
elementos materiales probatorios, evidencia física o información legalmente obtenida, se 
pueda afirmar, con probabilidad de verdad, que la conducta delictiva existió y que el imputado 
es su autor o partícipe” (Art. 336 del C.P.P.), lo cual implica necesariamente que el juez 
verifique temas tales como tipicidad, antijuridicidad, culpabilidad, ausencias de 
responsabilidad, autoría y participación, tentativa, etc., puesto que la exigencia legal para la 
acusación es la “existencia de una conducta delictiva” que según el artículo 9° del C.P. sólo 
se configura cuando el comportamiento humano es típico, antijurídico y culpable. 
 
Una y otra postura traen aparejadas consecuencias importantes para el sistema de 
juzgamiento criminal ya que de prosperar la primera posibilidad se llegaría al absurdo de 
continuar un proceso penal basado en una acusación por homicidio consumado en un caso en 
donde la persona únicamente fue herida por su victimario sin llegar nunca a fallecer. Por el 
contrario, si se tomara en cuenta la visión extrema de la segunda postura nos encontraríamos 
con la aporía de hacer un juzgamiento antes del juicio, porque ¿de qué otra manera podría 
hacerse un completo control material de la acusación si no es precisamente juzgando sobre 
todo lo entregado por la fiscalía a nivel probatorio? Además, ello conllevaría el peligro de 
convertir al Juez en “Juez y Parte” puesto que se inmiscuiría en los terrenos del ente acusador 
y su imparcialidad se vería sin lugar a duda viciada. 
 
Frente a los anteriores problemas jurídicos (optar por un control formal de la acusación 
o inclinarse por un control material de la misma),  el código de procedimiento penal nos da 
una respuesta formalista, la cual es: No existe la posibilidad de que el juez realice un control 
material sobre el escrito de acusación, pues sencillamente la ley no lo prevé, por tanto el 
juzgador solamente debe verificar que se cumplan los requisitos formales del Art. 337 del 
CPP y escuchar las aclaraciones o adiciones hechas por las partes o intervinientes, para luego 
decidir si el correspondiente escrito se ajusta a derecho y, en ese orden, dar por concluida la 




En el acápite siguiente, corresponde investigar qué ha dicho la doctrina sobre este 
aspecto controversial del proceso penal. 
 
 
El control material a la acusación según las reglas del precedente judicial y de la 
jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia en su sala de casación 
Importancia, alcance y vinculación de la Jurisprudencia Colombiana 
 
Dentro de este apartado toma especial importancia la teoría del precedente judicial y la 
vinculación de las sentencias de los altos tribunales en Colombia, desarrollada de la mejor 
manera por el Dr. Diego López Medina (2009) en donde se muestra el modelo estructural para 
la construcción de las líneas jurisprudenciales dentro del análisis de los pronunciamientos de 
estas altas cortes. Dado que estas por considerarse órganos de cierre están llamadas a solucionar 
los problemas jurídicos que plantea el patente día a día de la práctica jurídica en Colombia, así 
como responder a las necesidades planteadas tanto por los operadores de justicia como por los 
administrados en materias atenientes a su competencia.  
 
Así mismo, para un correcto análisis de todo el material jurisprudencial que se puede 
encontrar, es necesario tener en cuenta la división que hace el Dr. José María Peláez Mejía 
(2013) en donde se explica de manera detalla cómo se dividen las sentencias y cuáles de esas 
partes son las que en algún momento se volverán de una u otra manera podrían llegar a ser 
vinculantes con un grado de obligatoriedad determinado; así mismo determina cuales son los 
grados de vinculación que tienen las diferentes sentencias de estos altos tribunales en el 
seguimiento de las posiciones expuestas en dichas jurisprudencias (so pena de incurrir en tipos 
penales como el de prevaricato). 
 
Lo anterior pasará a ser explicado de manera detalla en los siguientes párrafos. Así se 
tiene que las sentencias pueden dividirse, para los efectos del análisis vinculatorio en dos 
grandes partes: el obiter dictum y la ratio decidendi; siendo el primero los conocidos dichos de 
paso que se pueden realizar antes de la decisión de fondo de un problema jurídico, es decir, 
todos aquellos argumentos que no apuntan a la resolución del caso en concreto, sino que mejor 
pueden contextualizar el problema jurídico o expresar vagamente un pensamiento sobre un 
punto jurídico distinto al que se resolverá en la sentencia y por lo tanto en ningún momento será 
vinculante en caso de aplicación a la teoría del precedente; y por otro lado, la ratio decidendi si 
constituye la decisión de fondo del problema jurídico objeto de estudio o de nuestro interés; por 
esto toma el nombre de la razón de la decisión, es decir, son todos aquellos argumentos que 
sirven de fundamento para la tomar la decisión de fondo que en su momento será lo que vincule 




Vale la pena aclarar en este punto que dentro de la ratio decidendi se encuentran las 
denominadas reglas de derecho, que son aquellas que se refieren a una posición especial sobre 
la interpretación de un enunciado normativo, es decir, constituyen la norma. Teniendo en cuenta 
para lo anterior la distinción que desarrolla Robert Alexy (1997), entre enunciado normativo y 
norma diciendo que el primero es la expresión lingüística y vacía de una disposición por un 
órgano con funciones legislativas, y la segunda es la interpretación que de este enunciado 
normativo puede hacerse.  
 
A  la vez existen varias clasificaciones del precedente, una de ellas es Horizontal y 
Vertical, el horizontal es aquel que el mismo juez o corporación se crea a sí mismo a través de 
las diversas decisiones en las que haya resuelto el mismo punto de derecho, y el vertical será 
aquel que por los principios que rigen a las altas cortes de nuestro ordenamiento, emanan estas 
hacia los demás órganos encargados de administrar justicia en un nivel de jerarquización; y esto 
tiene su lógica ya que estos tribunales son los máximos niveles de cierre de la jurisdicción ya 
sea ordinaria, constitucional o administrativa, y por esta razón están llamado a realizar 
interpretaciones de manera vinculante a cada sobre temas que suscitan avatares jurídicos.  
 
 Frente a la Corte Constitucional y Corte Suprema de Justicia, la aplicación y estudio de 
los precedentes cambia de manera sustancial. En la primera, solo se tienen las sentencias de 
Constitucionalidad, de Tutela en eventual revisión y las Sentencias de Unificación (SU) que 
tienen los siguientes grados de vinculación: las sentencias de Constitucionalidad serán de una 
vinculación absoluta ya que expresan la voluntad del órgano encargado de la guardia de la 
constitución sobre la validez o no frente a aquella, y por esta razón ningún funcionario se podrá 
apartar de lo allí establecido, a su vez, las sentencias de tutela y de unificación tendrán una 
vinculación de carácter relativo ya que podrán apartarse de aquellas decisiones cumpliendo con 
una carga argumentativa impuesta por la ley.  
 
 Frente a las decisiones de la Corte Suprema de Justicia puede establecerse lo siguiente:  
hay dos formas de aplicación del precedente: la primera y más desarrollada por la doctrina 
contemporánea es la llamada “doctrina probable” que se refiere a la formación de una regla de 
derecho de carácter vinculante-relativo al funcionario una vez se haya repetido la misma 
posición ininterrumpidamente en al menos tres decisiones, y por otro lado,  se tiene la aplicación 
del precedente por analogía (Quinche, 2014 ), que será la que de una u otra manera determinará 
el curso de esta investigación; y esta se presenta gracias al principio constitucional de la igualdad 
ante la ley, lo que quiere decir que un caso, con unos hechos específicos y con un problema 
jurídico determinado, no podrá ser resuelto de manera distinta a un caso que presente las mismas 





  Caso A [(hechos A) + (problema jurídico A)]  Solución A 
Y no podría existir (en virtud de analogía):  
Caso A [(hechos A) + (problema jurídico A)]  Solución B o C o D.  
 
 Terminado este análisis se pasará a analizar las posiciones de los altos tribunales sobre 
el tema en cuestión  
 
 
Estudio de la posición de la Corte Constitucional Colombiana 
 
En relación con la Corte Constitucional no existe un pronunciamiento de tutela o de 
constitucionalidad en el que haya estudiado el problema jurídico específico y que encabeza esta 
investigación. 
 
Estudio de la Posición de la Corte Suprema de Justicia  
 
Por su parte, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia sí se ha pronunciado al 
respecto en dieciocho (17) oportunidades en diferentes tipos de providencias (autos, tutelas y 
sentencias), ahondando en algunas de estas con mayor profundidad –como se detallará a 
continuación- o simplemente haciendo cita de una providencia anterior. 
 
La Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia fijó en la sentencia 29994 
(15-07-08) como regla de derecho, mediante doctrina probable lo siguiente: 
 
En el proceso penal colombiano no se previó que la acusación tuviera controles, distintos 
a los que se plantean en la audiencia de formulación de acusación, que como se dijo, 
están dirigidos al saneamiento del juicio –solo a la verificación de la existencia de unos 
contenidos-, pero de ninguna manera a discutir la validez o el alcance de la acusación en 
lo sustancial, o sus aspectos de fondo. 
 
Esta posición no es ninguna novedad en torno a la ley 906 de 2004, por la cual se expidió 
el Código de Procedimiento Penal con tendencia acusatoria, pues esta interpretación literal ha 
sido la que tradicionalmente le dan los operadores jurídicos a esta norma y, aunado a esto, la 
Corte Suprema de Justicia mediante los citados pronunciamientos ha sido la encargada de dar 
la interpretación y el alcance al artículo 339 CPP, que trata del trámite de la audiencia de 




Sin embargo, frente a esta posición han surgido varios pronunciamientos que serán 
analizados a continuación y sobre los cuales se puede anticipar que han sido tres (3) 
providencias en las cuales se le dio una interpretación contraria a la doctrina probable descrita 
anteriormente y esgrimida por la Sala de Casación Penal. Por ello se decide dividir estos cuatro 
pronunciamientos de dos formas: (I) un caso anormal de tutela que será analizado renglón 
seguido y (II) la postura de la Corte Suprema de Justicia sobre el tema de fondo. 
 
Posición, que es necesario aclarar en estos momentos volvió a hacer la misma, es decir, 
hoy en día, la Corte Suprema de Justicia sigue con el pensamiento, y en Colombia se sigue 






En primer lugar, se tratará la sentencia de tutela T-60211del 09-05-12 (M.P. Luis Guillermo 
Salazar Otero), pues a pesar de ser la segunda providencia –en orden cronológico- en la que se 
dio un viraje en la interpretación que habitualmente había hecho la Corte del precitado artículo. 
La razón de esto es considerarlo un caso anormal, pues en este caso el magistrado ponente 
decidió declarar improcedente la acción de tutela, por lo siguientes hechos que traslado 
fielmente del citado recurso de amparo: 
  
1. El 7 de octubre de 2011, fueron imputados los delitos de homicidio agravado y falso 
testimonio a Laura Moreno Ramírez y falso testimonio y encubrimiento a Yexsy 
Mercedes Quintero Moreno. 
 
2. El 1º de febrero de 2012, Luis Antonio González Navarro, Fiscal 11 Seccional, 
presentó escrito de acusación en contra de las imputadas por las conductas señaladas.  
 
3. Al Juzgado 11 Penal del Circuito con funciones de Conocimiento Adjunto  de la 
capital le correspondió la actuación, autoridad que dentro del trámite inherente a la 
audiencia de formulación de acusación, el 7 de marzo de 2012 negó la petición de nulidad 
invocada por los defensores, fundada en la falta de claridad  fáctica de las conductas 
endilgadas, la violación del derecho de la defensa y del principio de no autoincriminación 
y la ruptura de unidad procesal referida en el escrito de acusación, pretendiendo la 
declaratoria desde la formulación de la imputación.  
 
Negativa que, se cimentó en el control realizado por el Juez de Control de Garantías 
y la preclusión de los actos procesales, además que la acusación como acto de parte no es 
susceptible de control judicial, pero sí de corrección, aclaración o adición a petición de 
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parte y la posibilidad de darse la ruptura de la unidad procesal por causas diversas a las 
previstas en el artículo 53 del C.P.P.  
 
4. Inconforme con tal determinación la defensa de Laura Milena Moreno Ramírez 
apeló e insistió en los argumentos esbozados en su petición, así como el de la prohibición 
de la no autoincriminación, expuesto inicialmente por el apoderado de la coacusada.  
 
5. La Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá mediante providencia del 29 de 
marzo, resolvió “declarar la nulidad de la actuación cumplida a partir de la audiencia de 
imputación en contra de Laura Milena Moreno Ramírez por el delito de Falso 
Testimonio”, al tiempo que confirmó en lo demás la decisión impugnada.  
 
Ello por cuanto, la imputación fáctica por el delito de falso testimonio no satisfizo 
la exigencia prevista en el artículo 250 de la Constitución Política de cara a la exposición 
de ‘suficientes motivos y circunstancias fácticas que indiquen la posible existencia’ del 
ilícito, como marco de razonabilidad del ejercicio de la acción penal. Recalcó que “no 
tiene sentido que a tal persona se le impute el no haberse auto incriminado, en las 
exposiciones rendidas ante la Fiscalía, del homicidio agravado el que también se le 
sindica, pues tal proceder no es más que el ejercicio de un derecho fundamental no 
sometido a consecuencias penales.”  
 
6. Antonio Luis González Navarro, Fiscal 11 Seccional de la Unidad de Vida y 
Napoleón Botache Díaz (2010), Fiscal adjunto de apoyo, acudieron a la acción de tutela 
en procura de protección a su derecho al debido proceso, el cual consideran lesionado ante 
el desconocimiento de las facultades conferidas en el artículo 250 de la Constitucional 
Política de Colombia, en particular, su titularidad de la acción penal, al direccionar el 
fallador el sentido de la imputación.  
 
Alegó que la decisión del Tribunal apuntó a una absolución sin haberse practicado 
un juicio probatorio, sin imparcialidad y excediendo el marco de su competencia. 
 
Además, que se valoró inadecuadamente los supuestos por los cuales se configuraba 
el delito de falso testimonio imputado y no contempló los límites del principio de la no 
autoincriminación, al igual que la posibilidad de la declarante de guardar silencio en su 
momento.  
 
Como soporte de su queja trajo a colación decisiones de esta Corporación con 
radicados 44103, 38256, 28294, 29994, 31900, 25913, 32865, 26309, entre otros, los que 




Sobre lo anterior es importante resaltar que el Fiscal (accionante) es quien recurre a la 
tutela para que se proteja el derecho fundamental al debido proceso y, como parte de los 
argumentos para sustentar su posición acude a varias providencias de la Sala de Casación Penal, 
entre las cuales se encuentran algunas que se relacionan directamente con el problema jurídico 
en cuestión y que fueron citadas anteriormente en la elaboración de la línea jurisprudencial, 
correspondientes a la postura de la Corte Suprema de Justicia que establece que no procede el 
control judicial sustancial o material del escrito de acusación en la audiencia de formulación de 
acusación, por parte del juzgador de conocimiento, tal y como figuran en las decisiones 
38256(21-03-12); 28294(05-10-07); 29994(15-07-08);  31900(24-08-09); 32865(16-03-11). 
 
Como se dijo anteriormente, en la resolución de la acción de tutela el magistrado ponente 
decidió inadmitir la acción de tutela por improcedente y como razón de su argumentando que 
la naturaleza del escrito de acusación no es un acto jurisdiccional, es un acto de parte tanto así 
que no se descarta la posibilidad de anular las actuaciones que conlleven un control por parte 
de la judicatura  en las oportunidades establecidas como el caso bajo análisis donde la nulidad 
se propuso en la audiencia prevista para tal fin.  
 
Es importante detenerse en el argumento que fundamentó la decisión del magistrado 
ponente pues, a pesar de haber sido el segundo pronunciamiento (El primer pronunciamiento se 
dio en la providencia 34022(08-06-11) M.P.: Julio Enrique Socha Salamanca) que daba un 
viraje con la tradicional interpretación de la Corte había hecho del artículo 339 CPP, sí hacía 
parte de la incipiente construcción de una línea jurisprudencia que se proyectaba en ese 
momento contraria a la postura habitual. 
 
Hasta este momento el caso continúa en la normalidad. El traumatismo para los 
operadores jurídicos y que fue posible descubrir a través de la presente investigación tiene lugar 
con la providencia T-63776 (22-11-12, M.P.: Julio Enrique Socha Salamanca), que pertenece a 
la misma Sala de Decisión de Tutela T-60211(09-05-12) que estudió el recurso de amparo citado 
anteriormente y que admitía -si bien, no de manera expresa- un control judicial sustancial en 
torno del escrito de acusación por parte del juez de conocimiento. 
 
Contrario a lo esperado, esta Sala de Decisión, en un fallo de tutela, seis (6) meses 
después de haberse pronunciado en torno al tema de discusión y haber aprobado un control 
judicial sustancial, decide lo siguiente:  
 
[…] 
6. Finalmente, en lo atinente a la crítica efectuada por el accionante en el sentido de 
indicar que el Tribunal desconoció un precedente judicial de la Corporación, según el 
cual se dejó atrás el concepto de acusación como acto de parte para tomarlo como 
jurisdiccional, ha de decirse que fue esta misma Sala de decisión de tutelas la que profirió 
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el fallo al que se hace alusión en la impugnación y en el cual, contrario a lo entendido 
por el recurrente, se ratificó la condición de acto de parte de la acusación y no 
jurisdiccional. 
 
En efecto, la Corte en sentencia de tutela T-60211(09-05-12) señaló que la formulación 
de la imputación es un acto procesal, susceptible de ser anulado. La naturaleza del escrito 
de acusación como acto de parte, no descarta la posibilidad de anular las actuaciones 
procesales que se lleven a cabo y lleven consigo un control por parte de la judicatura en 
el término establecido, como se vio en el caso que estaba bajo análisis en ese momento, 
en el que la nulidad se propuso en una audiencia pronosticada para tal fin, ante el juez 
que le compete el asunto y admitiendo accionar recursos legales. (negrita fuera del texto) 
 
De este caso anormal es posible anotar dos cosas: (I) Que existe una contradicción 
evidente entre un fallo de tutela y otro, emitidos por la misma Sala de Decisión y separados por 
una distancia temporal de seis meses; y (II) se observa un desconocimiento de la citada Sala de 
Decisión de Tutela respecto a sus propios pronunciamientos en torno a un idéntico problema 
jurídico. 
 
Por lo anterior, la citada providencia no será tenida en cuenta en la elaboración de la 
postura reciente que avanza al interior de la Sala de Casación Penal y de la cual es válida 
interpretar que existe un giro en la postura tradicional respecto al control jurisdiccional 
sustancial frente al escrito de acusación. Advirtiendo que, si bien esto no es mencionado 
expresamente en las providencias, es posible llegar a esta conclusión de acuerdo con los 
argumentos esgrimidos por la Sala de Casación Penal y por la postura adoptada al momento de 




La Postura de la Corte Suprema de Justicia  
 
Según lo visto en el presente escrito de investigación se puede decir que la Corte Suprema de 
Justicia no tiene una posición totalmente establecida sobre el control material a la acusación, y 
que en una de sus últimas decisiones lo ha aceptado, al menos de manera tacita, o sin 
denominarlo de aquella manera; pero atendiendo al análisis realista de las decisiones se puede 
encuadrar perfectamente en lo que corresponde a dicho control. Son dos las decisiones que en 
el estudio jurisprudencial realizado contradicen el pensamiento asentado por la Corte en este 
tema: las providencias 34022(08-06-11) y 40739(06-03-13) que si bien no aprueban el control 
judicial material frente al escrito acusación en la audiencia de formulación de acusación, sí es 
posible afirmar con seguridad que este ha sido la razón intrínseca de la decisión en cada uno de 
los tres casos señalados y la interpretación que es dable concluir para quien analiza el devenir 
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individual de los pronunciamientos aquí enunciados, relacionando los argumentos expresados 
por la Corte con el sentido de su decisión. 
 
Ahora, se hace necesario analizar cuál es el sustento de la anterior afirmación estudiando 
individualmente estos dos casos específicos: 
 
 
Sentencia 34022(08-06-11) M.P.: Julio Enrique Socha Salamanca 
 
En esta providencia, la Corte a través de las decisiones explica que frente a los deberes 
específicos de los jueces indicados en el artículo 139 CPP, a estos les corresponde decidir la 
controversia suscitada durante las audiencias para lo cual no podrán abstenerse so pretexto de 
ignorancia, silencio, contradicción, deficiencia, oscuridad o ambigüedad de las normas 
aplicables, y además establece que es en virtud del cumplimiento de ese deber-facultad, que el 
fallador, de acuerdo con los hechos puntualizados en la acusación y concretados en el juicio 
luego del debate probatorio, tiene la facultad de seleccionar la hipótesis penal del repertorio 
normativo que encuentre más ajustada a la realidad que presenta el caso, siempre y cuando, 
claro está, mantenga la identidad con la plataforma fáctica de la conducta punible endilgada en 
el pliego de cargos y no sobrepase el límite punitivo expresado en la pretensión sancionadora 
de la Fiscalía.  
 
Más adelante puntualiza con fundamento para dirimir el caso, que el funcionario instructor 
despreció flagrantemente los requisitos establecidos en un sin número de tratados 
internacionales de derechos humanos, también regulados en el ordenamiento interno (ley 906 
de 2000, artículos 8-h y 337-2), pues en el escrito de acusación no comunico de manera clara y 
detallada, los sucesos realizados por cada uno de ellos los cuales servían de base para ostentar 
con probabilidad de verdad que estaban inmersos en el delito de concierto para delinquir en lo 
referente a la demandante, de igual manera con el homicidio para Loaiza López, y peor aún, en 
ninguna parte se fijaron los hechos constitutivos de la conjetura delictiva de desplazamiento 
forzado que se le atribuyo a ambos.  
 
Asimismo dijo que dicha insuficiencia del escrito de acusación en el caso bajo análisis, 
contrariando lo aseverado por el fiscal delegado ante esta corporación en el procedimiento de 
soporte del recurso extraordinario, no fue perfeccionado en la audiencia de formulación de la 
acusación, pues el juez de conocimiento de ese entonces paso desapercibida dicha anomalía y 
sin mediar reparo, dictamino ajustado a derecho el escrito, prosiguiendo el fiscal haciendo la 
acusación de manera oral, ocasión en la que el funcionario se resignó con insistir lo manifestado 
en el escrito antecedente, adicionando únicamente que como derivación del actuar violento del 
grupo armado ilegal que perpetraba en el municipio de Alcalá y debido a las advertencias que 
ejercía con ciertas personas, estas se vieron obligadas a huir de su lugar de residencia, eludiendo 
el investigador cualquier precisión de tipo factico del actuar de los acusados que facultaba 
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relacionarlos en una específica forma de participación con los comportamientos delictivos 
atribuidos a dicha organización al margen de la ley.  
 
La Corte estableció que es primordial  destacar que de conformidad con explicito mandato 
y principio rector (ley 906, articulo 10, inciso final), el juez de conocimiento tenía la 
responsabilidad de subsanar el acto irregular, y aun cuando los sujetos pasivos de la acción 
ejercieron labor alguna con el fin de eludir la enunciación omisiva de los cargos formulados en 
la acusación, tal actuar no puede entenderse como aceptación tácita del vicio, dado que el mismo 
trascendió en violar el derecho de defensa, respaldo superior que no consiente esa clase de 
enmienda originada de los principios de doble convalidación e instrumentalidad que rigen las 
nulidades.  
 
Por lo anterior, la Sala de Casación Penal decide casar la sentencia impugnada y declara 
la nulidad parcial de lo actuado a partir de la audiencia de formulación de acusación. Nótese 
que acá el tipo de control material por el que aboga la Sala de Casación Penal de la Corte 
Suprema de Justicia va dirigido no a la configuración jurídica de la acusación, sino al contenido 
de los hechos que dan sustento a la misma exigiendo como esencia de ella una circunstanciación 
de tiempo, modo y lugar. Aclarando en este momento que la solicitud y obligación que recae 
sobre la fiscalía de la circunstanciación correcta del escrito de acusación no debe ser considerada 
como un control material a la misma acusación, esto en virtud de dos razones: en primer lugar 
es un requisito legal que exige el mismo código del procedimiento penal que funciona para 
garantizar el correcto ejercicio del derecho de defensa, sin el cual la contradicción quedaría 
puesta en un andamiaje de cartón puesto que frente a una acusación dudosa o ambigua podría 
presentarse cualquier modificación inesperada para dolosamente sorprender a la defensa; en 
segundo término, el hecho de circunstanciar un hecho, es simplemente el desarrollo lingüístico 
de explicar un acontecimiento y en ningún momento podría esto afectar sustancialmente los 
hechos, es decir, el núcleo factico solamente se delimita con la acusación pero en su esencia, es 
y debe seguir siendo el mismo. 
 
 
Auto 40739 (06-03-13). M.P.: Gustavo Enrique Malo Fernández 
 
En este auto, la Sala de Casación Penal decide inadmitir la demanda de casación presentada por 
el defensor del procesado, quien argumentó como cargo principal que el juez de conocimiento 
se entrometió indebidamente en la audiencia de formulación de la acusación, y le pidió a la 
fiscal concretar el significado jurídico de la relación de los hechos y posteriormente reiteró en 
que se debían determinar las circunstancias fácticas de las causales de agravación del hurto, 
ocasión en la cual el delegado de la entidad investigadora grabó el verbo utilizar, como 
característico de la conducta punible de uso de menores para la comisión de delitos, igualmente 




Para dar respuesta a la pretensión del casacionista, la Sala expuso lo siguiente para 
concluir la argumentación que sustentó la inadmisión del recurso extraordinario, enunciando 
que, si bien la tarea del juez de conocimiento en torno a la acusación no son referentes a aspectos 
sustanciales, esto no puede conducir a ser un espectador más de la audiencia que la constitución 
y la ley le ordena dirigir, especialmente es aspectos neurálgicos como lo es la audiencia de 
acusación, y concluyó que cuando la acusación es ambigua, contradictoria, no es apenas, como 
bajo un engañoso entendimiento del principio de lealtad lo proclama el impugnante, que 
posteriormente se deba emplear ello para conseguir absolución, sino que el debido proceso y el 
derecho de defensa igualmente se hallan bastante comprometidos.  
 
Por lo anterior la Corte consideró que el juez está cumpliendo con su labor protectora 
cuando solicita a la fiscalía precisar el verbo recto que delimita la conducta atribuida a los 
procesados y que con esto respeta las garantías de las partes que se ven involucradas en el 
proceso penal, incluyendo a la defensa.  
 
Posición de la Doctrina Colombiana 
Es necesario mencionar que la acusación ha sido un tema que no ha sido objeto de debate y 
desarrollo por numerosos tratadistas nacionales, lo cual amerita resaltar las pocas posiciones 
halladas al respecto. 
 
En primer lugar, se encuentra que en el sistema colombiano no existe un control de la 
acusación (Buitrago, 2011) y para respaldar esta posición, la tratadista se refiere a dos 
providencias de la Corte Suprema de Justicia que confirman esa posición. No obstante, dos años 
después, la autora se muestra interesada en retomar la idea del control de la acusación en 
Colombia e invita a una discusión sobre “la necesidad de un control material en desarrollo de 
la concepción de que se constituya como garantía para todos los procesados” (Buitrago, 2013) 
 
Al respecto otros tratadistas (Bernal J. &., 2013) afirman que  
 
La acusación es el medio procesal mediante el cual se informa a una persona –el 
imputado- que como resultado de una investigación hay suficiente evidencia para considerarla 
posible responsable de un hecho punible y que por tanto se solicitará a un juez (o un jurado) que 
así lo declare. (p 312, Vol. 1) 
 
En ese sentido, sobre el control que debe realizar el juez competente al escrito de 
acusación, reiteran lo señalado anteriormente en este texto, indicando que la Constitución no 
establece requisitos materiales para acusar, lo cual denota que se pasa allí inadvertido el 
problema jurídico señalado en esta investigación. No obstante, más adelante, señalan (Bernal J. 
&., 2013) que “[…] el juez de conocimiento tiene competencia de control (formal y material) 
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sobre la acusación para ordenar su corrección, aclaración o rechazo cuando la conducta 
investigada es ostensiblemente atípica o el hecho considerado ilícito no ha tenido ocurrencia” 
(p. 212, Vol. 2). 
 
En el mismo sentido, Urbano (2012), indica algunos problemas jurídicos en torno a la 
audiencia de acusación, “[…] entre ellos los relacionados con la facultad de solicitar nulidades, 
aclaraciones, adicciones o correcciones al escrito de acusación y, también aquí, con el 
descubrimiento probatorio” (p. 234). Respecto al problema jurídico aquí planteado, este enuncia 
que al juez no se le ha conferido la facultad oficiosa de pronunciarse sobre esos tópicos pues 
estos, en principio, estos deben ser planteados por las partes e intervinientes (p. 236) y más 
adelante señala que 
 
[…] de manera excepcional podría reputarse  legítima una intervención judicial para 
solicitar aclaración, adición o corrección del escrito de acusación en aquellos casos en que el 
juez se encuentre ante una acusación manifiestamente incoherente, que no suministre 
fundamentos suficientes para determinar aspectos como la competencia para el juzgamiento, la 
cuantía del delito, la prescripción o la caducidad de la acción penal; pero a condición que no 
interfiera en la determinación de los hechos jurídicamente relevantes por los que la Fiscalía 
formula la acusación.  
 
El anterior problema fue objeto de desarrollo doctrinario por parte del mismo autor un 
año después (Urbano, 2013) en el cual reflexiona sobre el control de la acusación y sobre los 
límites del poder de acusar en el Estado Constitucional de Derecho. Allí menciona que  
 
[…] en el régimen constitucional del proceso penal colombiano no se incluyó 
expresamente una fase intermedia orientada al control judicial material de la acusación y a cargo 
del juez de las audiencias preliminares, y el mismo tampoco fue incorporado pro la legislación, 
pues en esta solo se optó por un control forma por cuenta del juez de conocimiento. (p. 95) 
 
Aunado a lo anterior, allí también toma en cuenta algunas providencias (autos, tutelas y 
sentencias) de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia para evidenciar la 
problemática en cuestión. 
 
Este texto, producto de una investigación, se nutrió en parte de la claridad con las que 
expone las ideas José Joaquín Urbano y también representó una fuente de consulta permanente 
por haber sido el único texto jurídico que aborda a profundidad el tema en nuestro país. No 
obstante, también se sirvió de pronunciamientos de la Corte Suprema de Justicia que allí no 
fueron examinados y que hacen saber una nueva postura de esta Corporación, como serán 




Por demás, se tiene que la doctrina nacional que aborda el proceso penal no se ha 
inmiscuido en este asunto que merece una discusión académica y legislativa; basta revisar 
algunos de estos autores (Villanueva, 2008) (Fernández, 2010) (Mártinez, 2006) para 
comprobar la omisión en el tratamiento de este tema, así como el escaso análisis que se diera en 
el seno de los Foros sobre el Sistema Penal Acusatorio, donde se han presentado propuestas al 
respecto que no reflejan el debate que merece este aspecto álgido del proceso penal 





CONCLUSIONES Y RECOMENDACIÓN 
 
 
Habiéndose llegado entonces al final de la presente investigación, realizando un ejercicio 
interpretativo y hermenéutico, pueden llegarse a las siguientes conclusiones: 
 
En primer lugar, debe señalarse una conclusión de tipo dogmática, y es la correcta 
conceptualización del fenómeno del control material a la acusación, habida cuenta que cualquier 
control realizado al escrito de acusación o en la audiencia de formulación de la acusación; sino 
que solamente podrá ser considerado como tal, si el control se realiza sobre aspectos sustanciales 
de la acusación, en particular, sobre circunstancias de tiempo, modo o lugar, que el fiscal, o el 
acusador privado, hayan tenido en cuenta para sostener la acusación. En tal sentido, debe 
concluirse que no es lo mismo, que el juez o el defensor, exijan al fiscal la existencia o la 
exactitud de los elementos de modo tiempo o lugar (caso en el cual no habría control material a 
la acusación, sino formal) a que le exijan al fiscal que modifique los hechos materia de 
acusación, o los adecúe en un marco jurídico diferente, por ejemplo, en otro tipo penal (caso en 
el cual, efectivamente, habría un control material a la acusación. 
 
En segundo lugar, se tiene que con la entrada en vigor de la Ley 906 de 2004 hubo un cambio 
de paradigma procesal, en el cual el juez colombiano abandonó la facultad de entrometerse 
dentro de la adecuación típica a substancial de la fiscalía, prohibiéndosele tener una teoría del 
caso propia, lo que contribuyó de manera sustancial al principio de la imparcialidad, 
convirtiendo al juez, cada vez más, al menos de manera teórica, en un árbitro procesal.  
 
Por último, y como conclusión final, se tiene que logró ser demostrado a través de la presente 
investigación que si bien de forma clara la Ley 906 de 2004 le ha quitado la facultad al juez de 
conocimiento para entrometerse dentro del control material a la acusación, esto ha generado tal 
polémica al interior de la práctica judicial que la honorable Corte Suprema de Justicia, ha 
permitido la aplicación de tal figura, en casos excepcionales, sobre pasando los postulados 
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